
JUZGADO SÉPTIMO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
Calle 12 C No. 7 - 36 Piso 19  

TEL. 2430962 
 

 

ACCION DE TUTELA 
 
 

Bogotá, D.C., 05 de Junio de 2020 
 
 
OFICIO No. 00441 
 
 
Señores:  
INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR ICBF 
Representante Legal y/o quien haga sus veces 
notificaciones.judiciales@icbf.gov.co 
La Ciudad. 
  

REFERENCIA: ACCION DE TUTELA 2020-00133 
ACCIONANTE: MAURICIO ANDRES TRUJILLO SANCHEZ C.C. 

1.001.168.751 
ACCIONADO: COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR CECILIA DE LA 
FUENTE DE LLERAS Y OTROS 
 
 

  
Comunícole que mediante proveído de la fecha se admitió la acción de tutela de la 
referencia, ordenándose a la accionada, a través de su Representante Legal, informe dentro 
del término de un (01) Día (de conformidad a lo establecido en el Decreto 2591 del año 
1991, Art. 19 Todo lo relacionado con la vulneración a los derechos Fundamentales 
invocados en cabeza del accionante. 
 
Se adjunta copia del escrito de tutela y sus anexos. 
 
Atentamente,   
 
 

ANGELA PIEDAD OSSA GIRALDO 

Secretaria 
 
LMR 
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JUZGADO SÉPTIMO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

Cinco (05) de Junio de dos mil veinte (2020) 

 

INFORME SECRETARIAL: Al Despacho del señor Juez la presente Acción de 

Tutela recibida por reparto en fecha 03 de Junio de 2020 y radicada bajo el No. 

2020-00133.  

 

Sírvase proveer. 

 

ANGELA PIEDAD OSSA GIRALDO  

Secretaria 
 

JUZGADO SÉPTIMO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

Cinco (05) de Junio de dos mil veinte (2020) 

 

ADMÍTASE la anterior Acción de Tutela instaurada por el señor MAURICIO 
ANDRES TRUJILLO SANCHEZ identificado con Cédula de Ciudadanía No. 
1.001.168.751, en contra del  INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR CECILIA DE LA FUENTE DE LLERAS Y COMISIÓN NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL al evidenciar su estudio, sujeción tanto a los requisitos 
constitucionales y legales para que se le dé tramite, como a la competencia especial 
atribuida, imponiendo se desate en ésta sede Judicial.  
 

El Despacho ORDENA la VINCULACIÓN de YENNI MERCEDES SOTO VERGEL, 
JOHANA ANDREA SALAMANCA SAENZ, CARLOS DANIEL BLANCO CAMACHO, 
DIANA LISSET MENDOZA CAMACHO, YURANI CASTILLO GONZALEZ, ELIANA 
CASTILLO BERMUDEZ y ANGELA VIVIANA VILLARAL CAMACHO a fin de que 
pueda ejercer su derecho de defensa en la presente acción de tutela, como quiera 
que puede verse afectados sus intereses en la decisión que se profiera.  

Requiérase a la CNSC para que una vez recibida esta comunicación informe los 
datos de ubicación (correo electrónico y teléfonos fijos o celulares) de las personas 
mencionadas y que conforman la lista de elegibles según Resolución No. CNSC-
20182230063945 del 22 de Mayo de 2018. 

 

PRUEBAS: En cuanto a derecho corresponde y para todos los efectos procesales, 

téngase como pruebas las documentales obrantes a folios 33-144. 

 

- Se ordena oficiar al Servicio Nacional de Aprendizaje-SENA a fin de que en el 

término de un (1) día informe si la señora YENNI MERCEDES SOTO VERGEL  

hace parte de su planta de personal en carrera administrativa, informe desde 

que fecha y remita las documentales que den cuenta de su nombramiento. 

 



ENTÉRESE al accionante de la admisión de la presente TUTELA. 

 

LÍBRESE OFICIO a las accionadas a fin de que informen, dentro del término de Un 

(01) Día (de conformidad a lo establecido en el Decreto 2591 del año 1991, Art. 19.), 

todo lo relacionado con la vulneración a los derechos Fundamentales invocados en 

cabeza de la accionante.  

 

Adjúntese al oficio librado copia del escrito de tutela y sus anexos. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
 

LMR  
Of. 00440-443 
 
 
 
 
 



Bogotá, D.C., junio 01 de dos mil veinte (2020) 
 
 
SEÑOR: 
JUEZ ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
(Reparto) 
Correo Electrónico: tutelasbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E.S.D. 
 
REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA 
 
ACCIONANTE: MAURICIO ANDRÉS TRUJILLO SÁNCHEZ 
 
ACCIONADOS: INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 

CECILIA DE LA FUENTE DE LLERAS Y COMISIÓN 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

 
Mauricio Andrés Trujillo Sánchez, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 

1.001.168.751 expedida en Bogotá, D.C., en mi condición de perjudicado directo, 

comedidamente manifiesto a Usted que por medio del presente escrito formulo  

ante su Despacho acción de tutela para protección de mis derechos 

constitucionales fundamenta a la igualdad, al derecho de petición, al trabajo, al 

debido proceso, y a acceder a cargos públicos, consagrado en los artículos 13, 

23, 25, 29 y 40 numeral 7, respectivamente de la Constitución Política, los cuales 

están siendo vulnerados, como consecuencia de la omisión de hacer uso de la 

lista de elegibles, conformada mediante Resolución No. CNSC - 

20182230063945 del 22 de junio 2018, del empleo 39986, denominación  

Profesional Universitario, Código 2044, Grado 9, ofertado en la Convocatoria No. 

433 de 2016 – Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ICBF, para proceder a 

la expedición de mi acto administrativo de nombramiento en periodo de prueba, 

en uno de los trece (13) cargos, creados en forma permanente mediante Decreto 

1479 de 2017 por el Gobierno Nacional, acción que se dirige en contra del 

INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR CECILIA DE LA 

FUENTE DE LLERAS, en adelante el ICBF y COMISIÓN NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL, en adelante CNSC, con domicilio en esta ciudad, con 

fundamento en los siguientes: 

HECHOS 

1. En cumplimiento del mandato Constitucional establecido en el Articulo 

125 y de la normatividad sobre empleo público, regulado en la ley 909 de 

2004, la CNSC, profirió el Acuerdo No. 20161000001376 del 05 de 

septiembre 2016, convocando a concurso abierto de méritos para proveer 

definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General 

de Carrera Administrativa de la planta de personal del ICBF, Convocatoria 

No. 433 de 2016. 

mailto:tutelasbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


2. Me inscribí al empleo denominado Profesional Universitario Grado 9 

Código 2044 número opec No. 39986, de la citada Convocatoria No. 433 

de 2016 – ICBF. 

 

3. Mediante Resolución No. CNSC - 20182230063945 del 22 de junio 2018, 

se conformó la lista de elegibles, en la cual quedé en el séptimo lugar. 

 

4. La anterior Resolución No. CNSC - 20182230063945 del 22 de junio 2018 

quedó en firme el día 10 de julio 2018, cuya publicación se realizó el 11 

de julio 2018, con dos (2) años de vigencia es decir hasta el 09 de julio 

2020, conforme a lo establecido en el artículo 64 del Acuerdo No. 

20161000001376 del 05 de septiembre del año 2016 y, en concordancia, 

del numeral 4ª del Artículo 31 de la Ley 909 de 2004. 

 

5. Mediante Resoluciones 9526 y 9545 del 26 de julio 2018, el ICBF nombró 

en periodo de prueba a quienes habían quedado en el primer y segundo 

lugar de la lista de elegibles contenida en la Resolución No. CNSC - 

20182230063945 del 22 de junio 2018.  

 

6. El 22 de noviembre 2018 la CNSC, expidió la Resolución No. CNSC – 

20182230156785 la cual revocó el Artículo Cuarto de los actos 

administrativos que contienen las listas de elegibles proferidas con 

ocasión de la Convocatoria No. 433 de 2016 que señalaban: 

 
“Una vez agotadas las listas de elegibles para cada ubicación geográfica de un 

mismo empleo, se consolidará la lista general que será usada en estricto orden de 

mérito para proveer las vacantes que no se puedan cubrir con la lista territorial, 

previa realización de una audiencia de escogencia de plaza de conformidad con el 

procedimiento establecido en la Resolución 3265 de 2010. Así mismo dichas listas 

serán utilizadas para proveer las nuevas vacantes que surjan durante su vigencia 

en los mismos empleos convocados.” 

 

7. Debido a ello, el ICBF quedó imposibilitado para usar la lista de elegibles 

contenida en la Resolución N0. CNSC - 20182230063945 del 22 de junio 

del 2018, donde me encuentro en séptima opción ante los nombramientos 

de quienes ocuparon los primeros dos puestos. 

 

8. Por otra parte, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1479 de 2017 “Por 

el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 

la planta de personal de carácter permanente del Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar “Cecilia de la Fuente de Lleras” y se dictan otras 

disposiciones”, suprimiendo 13 cargos de carácter temporal cuya 

denominación era de Profesional Universitario Código 2044, Grado 9 y se 

crearon 13 con carácter permanente; de igual forma, previo que los 

empleos deberán proveerse siguiente el procedimiento señalado en la Ley 



909 de 2004 y en las normas que la modifiquen adicionen, sustituyan o 

reglamenten.  

 

9. El ICBF expidió la Resolución No. 7746 del 05 de septiembre 2017 “Por 

medio de la cual se distribuyen unos cargos de la planta de personal del 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar “Cecilia de la Fuente de 

Lleras”, en su Artículo Primero distribuyo los cargos creados en la planta 

global, mediante Decreto 1479 de 2017, en el cual se evidencia los 13 

cargos con carácter permanente de Profesional Universitario Código 2044 

Grado 09,  corresponde 8 para la Dirección General y 1 a las regionales 

de Bogotá, Amazonas, Guajira, Santander y Valle. 

 

10. Por otro lado, la CNSC expidió la Resolución No. CNSC 20182230162005 

del 4 de diciembre 2018 “Por la cual se declara desierto el concurso para 

algunas vacantes ofertadas en el marco de la Convocatoria No. 433 de 

2016 - ICBF”, el Artículo Primero declaró desierto el concurso respecto de 

23 vacantes correspondientes al empleo denominado Profesional 

Universitario Código 2044 Grado 9, iguales a la que me postulé dentro de 

la convocatoria No. 433 de 2016. 

 

11. El 27 de junio 2019 se expidió la Ley 1960 que modifico la Ley 909 de 

2004 y el Decreto 1567 de 1998 cuyo Artículo 6 establece: 

 
“El numeral 4 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, quedará así: 

 

“Artículo 31. El Proceso de Selección comprende: 

 

1. (...) 

 

2. (...) 

 

3. (...) 

 

4. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la 

entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de 

mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en 

estricto orden de mérito se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el 

concurso y las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que 

surjan con posterioridad a la convocatoria del concurso en la misma Entidad. 

(Subrayado fuera del texto). 

 

12. Le he peticionado al ICBF, en dos ocasiones la primera en el año 2019 de 

forma escrita cuya radicación fue física, y no obtuve respuesta y la 

segunda este año 2020 a través del correo electrónico 

atencionalciudadano@icbf.gov.co con copia 

dirección.general@icbf.gov.co y john.guzman@icbf.gov.co (Director 
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Técnico (Encargado) del Área de Gestión Humana) y tampoco he 

obtenido respuesta a las siguientes peticiones: 

 
“1. Se me informe cuántos cargos se han provisto en periodo de prueba utilizando 

la lista de elegibles, conformada mediante Resolución No. CNSC – 20182230063945 

del 22-06-2018, con el código OPEC No. 39986, denominado PROFESIONAL 

UNIVERSITARIO, Código 2044, Grado 9, ofertado en el marco de la Convocatoria 

No. 433 de 2016 del ICBF, la cual adjunto en el presente correo electrónico.   

2.    Si los anteriores elegibles aceptaron o renunciaron al nombramiento en 

periodo de prueba.    

3.   Solicitud de información sobre las vacancias definitivas para el cargo de 

PROFESIONAL UNIVERSITARIO, CÓDIGO 2044, GRADO 9, del Sistema General de 

Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 

identificando la ubicación del empleo, el contenido funcional que comprende el 

propósito principal y la descripción de funciones esenciales del empleo, 

conocimientos básicos o esenciales, competencias comportamentales, requisitos 

de formación y experiencia, según el Manual Especifico de Funciones y 

Competencias Laborales de los empleos de la planta de personal del Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar.”    

 

13. Es importante manifestar que la primera elegible, YENNI MERCEDES 

SOTO VERGEL, estuvo en el ICBF hasta el 03 de marzo 20191 y fue 

nombrada en el Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, a partir del 04 

de marzo 2019 alcanzando un ascenso en la Carrera Administrativa en 

dicha Entidad como consta en el Registro Público de Carrera 

Administrativa, por lo cual el ICBF debe haber recurrido a ofrecer dicha 

vacante con el tercero y siguientes que conforman la lista de elegibles, 

situación que no se ha configurado. 

14. Un caso similar fue resuelto por el Tribunal Contencioso Administrativo 

del Valle del Cauca de fecha 18 de noviembre 2019 dentro de la acción 

de tutela promovida JESSICA LORENA REYES CONTRERAS contra 

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL E INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR ICBF, en segunda instancia 

bajo el radicado No. 76 001 33 33 021 2019 00234 01, donde se tutelo los 

derechos fundamentales de la accionante y de aquellos que conforman la 

lista de elegibles, con efectos inter comunis, debido a que existen 49 

cargos vacantes, ordenando a la Comisión Nacional del Servicio Civil que 

oferte los 49 cargos de Profesional Universitario Código 2044 Grado 8 

creados mediante el Decreto 1479 de 2017 para el ICBF, a quienes 

conforman la lista de elegibles para que los nombren a los elegibles en 

estricto orden de méritos.   

15. La Sala Plena de la CNSC expidió el “CRITERIO UNIFICADO USO DE 

LISTAS DE ELEGIBLES EN EL CONTEXTO DE LA LEY 1960 DE 27 DE 

 
1 https://www.funcionpublica.gov.co/web/sigep/hdv/-/directorio/M2777084-0347-4/view 
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JUNIO 2019” expedido el 16 de enero 2020, en el cual indica que, las 

listas de elegibles conformadas por la CNSC y aquellas que sean 

expedidas en el marco de los procesos de selección aprobados con 

anterioridad al 27 de junio 2019, deberán usarse durante su vigencia para 

proveer: i) las vacantes de los empleos que integraron la oferta público de 

empleos de carrera -OPEC- de la respectiva Convocatoria, y ii) para cubrir 

nuevas vacantes que se generen con posterioridad y que correspondan a 

los mismos empleos.    

En conclusión, señor Juez, se crearon 13 cargos de forma permanente de 

Profesional Universitario Código 2044 Grado 9 a través del Decreto 1479 de 

2017 y 23 cargos vacantes del mismo empleo de Profesional Universitario 

Código 2044 Grado 9 según Resolución No. CNSC 20182230162005 del 4 de 

diciembre 2018, en total son 36 cargos en vacancia definitiva, en consecuencia, 

con la expedición de la Ley 1960 de 2019 y su Artículo 7, precisa que dicha Ley 

rige a partir de la fecha de su publicación, por lo cual el ICBF y la CNSC deben 

acatar lo preceptuado por ella, y proveer las vacantes creadas por el Decreto 

1479 de 2017 con las listas de elegibles expedidas en razón a la Convocatoria 

No. 433 de 2016 que cuentan con vigencia hasta el 09 de julio 2020. 

Es importante señalar que la Ley 1960 de 2019, es retrospectiva, es decir, surtir 

efectos frente a una situación anterior a su vigencia y que se encuentran en 

curso, atendiendo principios de Justicia y Equidad. 

En la aplicación retrospectiva de la ley no ha sido ajena a la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional (Sentencias T-564 de 2015 y T-116 de 2016), y del Consejo 

de Estado, corporaciones que han indicado, frente al uso de listas de elegibles 

para cargos que no han sido objeto de la oferta inicial del concurso de méritos, 

la garantía del postulado fundamental del mérito contenido en el artículo 125 de 

la Constitución Política al permitir el uso de las listas de elegibles mientras estén 

vigentes, para proveer empleos adicionales a los inicialmente ofertados iguales 

o equivalentes a estos. 

Por lo cual señor Juez, la Convocatoria No. 433 de 2016 en la que concurse, la 

lista de elegibles cobro firmeza el 10 de julio 2018 y expira el 09 de julio 2020, 

de forma que existe una expectativa a mi nombramiento en el cargo para el cual 

concurse, es decir, los efectos jurídicos no se han consolidado. 

La dilación del uso de la lista de elegibles contenida en la Resolución N0. CNSC 

- 20182230063945 del 22 de junio del 2018, por parte del ICBF, hace que expire 

la firmeza de la citada lista elegibles, lo cual atentaría a partir del 09 de julio 2020, 

vulnerado mis derechos y garantías fundamentales de acceso a cargos públicos, 

debido proceso, trabajo, derecho de petición e igualdad.        

 



 

La anterior vulneración de mis derechos fundamentales, al encontrarme en una 

lista de elegibles, la cual se encuentra vigente hasta el 09 de julio 2020, y no dar 

aplicabilidad al Artículo 6 de la Ley 1960 de 2019, norma de mayor jerarquía 

desarrollada en concordancia con el Artículo 125 Constitucional, y de igual forma 

reduciendo la Provisionalidad en el empleo público en virtud del mandato del 

actual Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la 

Equidad”, contenido en la Ley 1955 de 2019 Artículo 263.  

DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

Esta acción se presenta para evitar y prevenir un perjuicio irremediable, de 

acuerdo a los hechos narrados y frente a la omisión del ICBF, de iniciar todas las 

actuaciones administrativas ante la Comisión Nacional del Servicio Civil, con el 

fin de que se autorice el uso directo de la lista de elegibles conformada mediante 

Resolución N0. CNSC - 20182230063945 del 22 de junio del 2018, con el código 

OPEC No. 39986, denominado PROFESIONAL UNIVERSITARIO, Código 2044, 

Grado 9, ofertado en el marco de la Convocatoria No. 433 de 2016 – ICBF, para 

proceder a la expedición de mi acto administrativo de nombramiento, en periodo 

de prueba en uno de los trece cargos creados de forma permanente mediante 

Decreto 1479 de 2017 del Gobierno Nacional, denominado Profesional 

Universitario, Código 2044, Grado 09. 

DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD 

El derecho a la Igualdad lo consagra el Artículo 13 de la Constitución Política, al 

disponer: 

“Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 

protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades 

y oportunidades, sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen 

nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 

económica, física o mental se encuentren en circunstancias de debilidad 

manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellos se cometan”    

El principio de la Igualdad consagrado en la Constitución, no es ni un parámetro 

formal del valor de toda persona ante el derecho, ni un postulado que pretenda 

instaurar el Igualitarismo, sino una forma de compromiso para garantizar a toda 

la igualdad de oportunidades.  

La igualdad de oportunidades en un mundo caracterizado por todo tipo (Étnico, 

cultura, económico, social, político) se garantiza mediante la misma protección y 

trato de las autoridades, sin que haya lugar a discriminación. Pero en 

consecuencia sólo es posible estableciendo diferencias a favor de personas o 

grupos en situaciones de desigualdad por sus condiciones concretas de 



marginamiento, discriminación o debilidad manifiesta. Acorde con la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional “La igualdad implica no sólo idéntica 

posibilidad de acceder sino idéntico tratamiento”. 

En consecuencia, ya no basta que grupos de personas gocen de la igualdad de 

derechos en las normas positivas, sin que sean juzgados por los mismos 

órganos. Ahora se exige, además, que en la aplicación de la ley las personas 

reciban igual tratamiento. 

También ha exaltado la Corte que a igualdad implica siempre criterio de 

diferenciación. La igualdad designa un concepto racional y no una calidad, es 

una relación que se da al menos entre dos personas objetos o situaciones. Es 

siempre el resultado de un juicio que recae sobre una pluralidad de elementos. 

(Corte Constitucional Sentencia T-422 de junio 19 de 1992). 

El principio de la igualdad supone entre otras cosas el derecho a que el legislador 

otorgue un trato similar a quien está en condiciones similares y diferente a 

quienes está en distintas situaciones 

El derecho consagrado en el artículo 13 de la Constitución es desconocido de 

manera abierta, muy específicamente en cuanto atañe a la igualdad de 

oportunidades, toda vez que se otorga trato preferente y probadamente 

injustificado a quien se elige, y trato peyorativo a quien es rechazado no obstante 

el mérito demostrado. 

Como lo ha sostenido la doctrina constitucional, las personas que se encuentran 

en una misma situación deben ser tratadas de idéntica manera, al paso que las 

hipótesis diversas han de ser objeto de medidas y decisiones diferentes, acordes 

con los motivos que objetivamente correspondan a la diferencia. Con mayor 

razón, si en el caso específico una de ellas se encuentra en condiciones que la 

hacen merecedora, justificadamente y según la Constitución, de un trato 

adecuado a esa diferencia, resulta quebrantado su derecho a la igualdad si en la 

práctica no solamente se le niega tal trato sino que, pasando por encima del 

criterio jurídico que ordena preferirlo, se otorga el puesto que le correspondería 

a quien ha demostrado un nivel inferior en lo relativo a las calidades, aptitud y 

preparación que se comparan. 

Es evidente que la igualdad de oportunidades exige que, en materia de carrera, 

el ente nominador respete las condiciones en las cuales se llamó a concurso. 

En virtud del artículo 13 de la Constitución, la administración no debe ejercer 

discriminaciones injustificadas entre los administrados. Por tanto, debe 

garantizar el acceso a la administración y a sus funcionarios. Así, la igualdad 

hace alusión a la prohibición de tratos irracionales o discriminatorios que no 

tengan una justificación objetiva y razonable. 



Sin embargo, a partir de la aparición del Estado Social de Derecho que propugna 

por una igualdad real y efectiva surge la necesidad, en cabeza de la 

administración, de otorgar tratamientos distintos a aquellos que por su situación 

de debilidad manifiesta requieren de medidas especiales para garantizar el goce 

de sus garantías fundamentales. Esta se ve contenida en la regla que exige 

“tratar a los iguales de modo igual y a los desiguales en forma desigual”. 

La noción actual del principio de igualdad que irradia a la administración pública 

rebasa el marco de la mera igualdad ante la ley, y por tanto, su actuación exige 

agregar a faceta negativa, propia del Estado liberal: “una protección positiva 

encaminada a la superación de injusticias seculares y a la promoción de sectores 

menos favorecidos, en forma tal que los poderes públicos están abocados a 

tomar medidas que, al favorecer a determinadas categorías y no a otras, cuando 

menos disminuyan el efecto nocivo de las talanqueras de orden económico y 

social que les impiden acceder a la igualdad sustancial; en otras palabras, a las 

medidas adoptadas se les reconoce un designio compensatorio o reparador de 

previas desigualdades reales. 

En este orden de ideas, se hace necesario precisar que la igualdad en la función 

pública, se define como la semejanza en el trato y oportunidades que debe 

ofrecer el Estado a sus administrados para acceder a cargos en las entidades 

públicas y la obligación que el mismo tiene de abstenerse en realizar exclusiones 

o discriminaciones injustificadas que vulneren el acceso a estos cargos para 

ciudadanos en condiciones desiguales. 

El numeral 7 del artículo 40 de la Constitución Política establece el derecho 

fundamental de todo ciudadano a participar en condiciones de igualdad en la 

conformación, ejercicio y control del poder político. Para hacer efectivo este 

derecho puede, entre otras, tener acceso al desempeño de funciones y cargos 

públicos, acogiéndose a las reglas del concurso público y con sujeción a los 

méritos y calidades propios. Esta posibilidad se deriva de la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos que, reconociendo la igualdad de todos los 

ciudadanos ante la ley, declara que pueden acceder “a todas las dignidades, 

todos los puestos o empleos, según su capacidad y sin otra distinción que 

aquella de sus virtudes y talentos. 

Con relación al principio de igualdad de oportunidades, tiene dicho la 

jurisprudencia de la Corte, que consiste en la posibilidad que tienen todas las 

personas para compartir la misma posibilidad de conseguir un empleo, así luego, 

por motivos justos, no se obtengan las mismas posiciones o no se logre la 

aspiración deseada. Por ello, la posibilidad de acceso a los empleos estatales, 

bajo el régimen de carrera, permite que las expectativas que tienen aquéllas se 

concreten en el reconocimiento de iguales oportunidades, sin que les sea 

permitido a las autoridades otorgar tratos preferentes, sin justificación objetiva. 

 



Tratándose de la relación de la carrera administrativa con el derecho a la 

igualdad, la Corte Constitucional ha indicado que “el acceso a la carrera 

mediante concurso dirigido a determinar los méritos y calidades de los aspirantes 

es una manifestación concreta del derecho a la igualdad” que se opone al 

establecimiento de “requisitos o condiciones incompatibles y extraños al mérito 

y a la capacidad de los aspirantes”, pues, en tal evento, se erigirían “barreras 

ilegítimas y discriminatorias que obstruirían el ejercicio igualitario de los derechos 

fundamentales”. 

En todo caso, un trato legal diferente no implica automáticamente una violación 

de la igualdad, siempre y cuando el Legislador persiga objetivos constitucionales 

legítimos y la diferencia de trato constituya un medio adecuado, proporcionado y 

razonable para la consecución de la finalidad perseguida.  El principio de la 

igualdad no puede ser entendido como una prohibición de las diferencias, sino 

como una exigencia de que las distinciones que se establezcan tengan una 

justificación objetiva y razonable. En otras palabras, el principio de igualdad tan 

sólo veda la arbitrariedad en las diferencias de trato.   

Teniendo en cuenta el análisis anterior la vulneración del derecho a la igualdad 

se da en la celeridad en el uso de la lista de elegibles contenida en la Resolución 

N0. CNSC - 20182230063945 del 22 de junio del 2018, la cual se encuentra 

vigente y presuntamente el ICBF expidiendo un sin numero de actos 

administrativos concediendo encargos y excepcionalmente nombramiento 

provisionales del citado empleo, promoviendo practicas clientelistas y otras 

formas de favorecimiento a través de la concesión irregular de empleos 

estatales, comportamientos estos que alejan a la función pública de la 

satisfacción del interés general y del cumplimiento de los fines esenciales del 

Estado, como lo ha señalado el máximo Tribunal Constitucional, desconociendo 

la Lista de Elegibles, donde se encuentra el postulado del mérito, incluso del 

derecho adquirido de los elegibles que se encuentran en dicho acto 

administrativo, para ser nombrados en los cargos del ICBF, que no fueron 

ofertados en la mencionada Convocatoria, y, en consecuencia, se amplía la 

cantidad de empleados provisionalmente en la planta de personal de dicha 

entidad, en contravía a lo dispuesto por el Artículo 125 de la Constitución Política. 

Reitero entonces que en aras del respeto y del trato igualitario y en equidad ante 

la Ley, debe el ICBF, hacer el uso de la lista de elegibles contenida en la 

Resolución N0. CNSC - 20182230063945 del 22 de junio del 2018, teniendo en 

cuenta en primera instancia que se encuentra vigente antes del 09 de julio 2020, 

cumplí todo un proceso prescrito para encontrarme como elegible para un cargo 

en el ICBF, poseo los méritos y requisitos para ostentar la calidad de Servidor 

Público a través de la Convocatoria No. 433 de 2016, y en cumplimiento del 

mandato del Legislador no encuentro motivo para tanta demora y dilación en 

hacer uso de la lista de elegibles para dicho cargo.    



EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN 

De conformidad con el artículo 23 de la Constitución Política de 1991, toda 

persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas ante las autoridades 

por motivos de interés general o particular y a obtener una pronta resolución. Tal 

derecho permite hacer efectivos otros derechos de rango constitucional, por lo 

que ha sido considerado por la jurisprudencia como un derecho de tipo 

instrumental, en tanto que es uno de los mecanismos de participación más 

importantes para la ciudadanía, pues es el principal medio que tiene para exigir 

a las autoridades el cumplimiento de sus deberes. 

El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad 

doble: por un lado, permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a 

las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, eficaz, de fondo y 

congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro de sus 

garantías se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que la 

respuesta debe entregarse dentro del término legalmente establecido para ello; 

y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de lo pedido, de tal manera 

que permita al peticionario conocer la situación real de lo solicitado”. En esa 

dirección también ha sostenido que a este derecho se adscriben tres posiciones: 

“(i) la posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo y (iii) la 

resolución dentro del término legal y la consecuente notificación de la respuesta 

al peticionario”. 

El primer elemento, busca garantizar la posibilidad efectiva y cierta que tienen 

las personas de presentar solicitudes respetuosas ante las autoridades y los 

particulares en los casos establecidos por la ley, sin que se puedan abstener de 

recibirlas y por lo tanto de tramitarlas. Al respecto, la sentencia C-951 de 2014 

indicó que “los obligados a cumplir con este derecho tienen el deber de recibir 

toda clase de petición, puesto que esa posibilidad hace parte del núcleo esencial 

del derecho”.  

El segundo elemento implica que las autoridades públicas y los particulares, en 

los casos definidos por la ley, tienen el deber de resolver de fondo las peticiones 

interpuestas, es decir que les es exigible una respuesta que aborde de manera 

clara, precisa y congruente cada una de ellas; en otras palabras, implica resolver 

materialmente la petición. La jurisprudencia ha indicado que una respuesta de 

fondo deber ser: “(i) clara, esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil 

comprensión; (ii) precisa, de manera que atienda directamente lo pedido sin 

reparar en información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas; 

(iii) congruente, de suerte que abarque la materia objeto de la petición y sea 

conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente con el trámite que se ha surtido, 

de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición 

elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el 

interesado requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como si 

se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe 



darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales la 

petición resulta o no procedente”. En esa dirección, la Corte Constitucional ha 

sostenido “que se debe dar resolución integral de la solicitud, de manera que se 

atienda lo pedido, sin que ello signifique que la solución tenga que ser positiva”. 

El tercer elemento se refiere a dos supuestos. En primer lugar, (i) a la oportuna 

resolución de la petición que implica dar respuesta dentro del término legal 

establecido para ello. Al respecto, la Ley 1755 de 2015 en el artículo 14 fijó el 

lapso para resolver las distintas modalidades de peticiones. De dicha norma se 

desprende que el término general para resolver solicitudes respetuosas es de 15 

días hábiles, contados desde la recepción de la solicitud. La ausencia de 

respuesta en dicho lapso vulnera el derecho de petición. En segundo lugar, al 

deber de notificar que implica la obligación del emisor de la respuesta de poner 

en conocimiento del interesado la resolución de fondo, con el fin que la conozca 

y que pueda interponer, si así lo considera, los recursos que la ley prevé o incluso 

demandar ante la jurisdicción competente. Se ha considerado que la ausencia 

de comunicación de la respuesta implica la ineficacia del derecho. En ese 

sentido, la sentencia C-951 de 2014 indicó que “[e]l ciudadano debe conocer la 

decisión proferida por las autoridades para ver protegido efectivamente su 

derecho de petición, porque ese conocimiento, dado el caso, es presupuesto 

para impugnar la respuesta correspondiente” y, en esa dirección, “[l]a notificación 

es la vía adecuada para que la persona conozca la resolución de las autoridades, 

acto que debe sujetarse a lo normado en el capítulo de notificaciones de la Ley 

1437 de 2011”. 

 

El ICBF, al no contestar mis peticiones, con el fin de que me informe cuantos 

cargos se han provisto en periodo de prueba utilizando la lista de elegibles, 

conformada mediante Resolución No. CNSC – 20182230063945 del 22-06-

2018, con el código OPEC No. 39986, denominado PROFESIONAL 

UNIVERSITARIO, Código 2044, Grado 9, ofertado en el marco de la 

Convocatoria No. 433 de 2016 del ICBF, si los anteriores elegibles aceptaron o 

renunciaron al nombramiento en periodo de prueba y por último cuantas 

vacantes definitivas para el cargo de PROFESIONAL UNIVERSITARIO, 

CÓDIGO 2044, GRADO 9, conlleva a que no me enteren de las situaciones 

descritas en los hechos de este escrito de tutela. 

 

DERECHO FUNDAMENTAL AL TRABAJO 

El artículo 1 de la Constitución Política establece que Colombia es un Estado 

Social de Derecho fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y 

en la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 

general. En el Artículo 25 sobre el Derecho al Trabajo la Carta Magna dispone 

que el Trabajo sea un derecho y una obligación social y goza en todas sus 

modalidades de la especial protección del Estado.  



Tal espera interminable, por la ineficiencia del ICBF de hacer uso de la lista de 

elegibles contenida en la Resolución N0. CNSC - 20182230063945 del 22 de 

junio del 2018, lo cual resulta en una situación violatoria de los derechos de 

acceso a cargos públicos e igualdad y provea de acuerdo a dicha lista de 

elegibles el cargo en mención por haber superado mediante MÉRITO y con éxito 

al encontrarme en una lista de elegibles. 

Con este actuar del ICBF vulnera los principios constitucionales de igualdad, 

moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, lo cual son 

fundamentos de la función administrativa.  

DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO 

En un estado Social de Derecho como el nuestro las competencias son de reglas. 

Este Estado es el sistema de principios y reglas procesales según las cuales se 

crea y perfecciona el ordenamiento jurídico, se limita y controla el poder estatal 

y se protegen y realizan los derechos del individuo, por disposición de una 

normatividad. 

En todo proceso administrativo se busca la efectividad del derecho material y las 

garantías debidas a las personas que en el intervienen. La situación conflictiva 

que surge de cualquier tipo de proceso exige una regulación jurídica y una 

limitación de los poderes estatales, así como un respeto de los derechos y 

obligaciones de los individuos o partes procesales. 

Es decir que cuando de aplicar sanciones se trata el debido proceso es exigente 

en materia de legalidad, ya que no solamente pretende que el servidor público 

cumple con las funciones asignadas, sino que además lo haga en la forma que 

lo determine el ordenamiento jurídico. El debido proceso es el mayor celo en el 

respeto de la forma en los procesos.    

El derecho al debido proceso -que, según el artículo 29 de la Constitución, obliga 

en todas las actuaciones administrativas- es vulnerado en estos casos por 

cuanto el nominador, al cambiar las reglas de juego aplicables, establecidas por 

la Constitución y por la ley, sorprende al concursante que se sujetó a ellas, al 

cual se le infiere perjuicio según la voluntad del nominador y por fuera de la 

normatividad. 

DERECHO FUNDAMENTAL ACCEDER A CARGOS PÚBLICOS 

Como manifestación del derecho a participar en la conformación, ejercicio y 

control del poder político, el Constituyente consagró el derecho de todos los 

colombianos de acceder a cargos y ejercer funciones públicas 

El concurso de méritos es para acceder a la Carrera Administrativa, de modo 

que la objetividad y la imparcialidad las que determinen quienes, por razón de 

sus capacidades, ocuparan un cargo en el Estado. 



Resulta oportuno recordar la que, en relación con los fines del concurso ha 

manifestado la jurisprudencia constitucional: 

(Corte Constitucional Sentencia SU-133 de 1998) 

“El concurso es el mecanismo considerado idóneo para que el Estado dentro de 

criterios de imparcialidad y objetividad, mida el mérito, las capacidades, la 

preparación y las aptitudes generales y específicas de los distintos aspirantes a 

un cargo, con el fin de escoger entre ellos al que mejor pueda desempeñarlo, 

apartándose es esa función de consideraciones subjetivas, de preferencias o 

animadversiones y de toda influencia política, económica o de otra índole. 

La finalidad del concurso estriba en últimas en que la vacante existente se llene 

con la mejor opción, es decir, con aquel de los concursantes que hayan obtenido 

el más alto puntaje. A través de él se evalúa y califica el mérito del aspirante para 

ser elegido o nombrado. 

Así concebida la carrera, preserva los derechos al trabajo (Art. 25 y 53 C.P.) a la 

igualdad (Art. 13 C.P.) y al desempeño de funciones y cargos públicos (Art. 40 

numeral 7, C.P.), realiza el principio de la buena fe en las relaciones entre las 

personas y el Estado y sustrae la actividad estatal a los mezquinos intereses de 

partidos políticos y grupos de presión que antaño dominaban y repartían entre si 

los cargos oficiales a manera de botín burocrático.” 

La situación fáctica que en esta oportunidad se plantea, vista a la luz de los 

razonamientos jurídicos hechos en precedencia, resulta violatoria de los 

derechos de acceso a cargos públicos, debido proceso, igualdad, trabajo y 

estabilidad laboral, de mi persona por parte de la ICBF. 

De igual forma a la aplicabilidad del Artículo 6 de la Ley 1960 de 2019, cuyo tenor 

literal es el siguiente: 

ARTÍCULO 6o. El numeral 4 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, quedará así: 

“Artículo 31. El Proceso de Selección comprende: 

1. (...) 

2. (...) 

3. (...) 

4. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la 

entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de 

mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en 

estricto orden de mérito se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el 

concurso y las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que 

surjan con posterioridad a la convocatoria del concurso en la misma Entidad.” 

(Subrayado de mi autoría)  

Obviamente el derecho al trabajo y el de desempeñar cargos y funciones 

públicas aparece lesionado en el caso de la persona no elegida que ocupó el 

primer lugar en la lista de elegibles, con notorio desconocimiento del artículo 25 



de la Carta Política, que reconoce a toda persona el derecho a un trabajo en 

condiciones dignas y justas, y del 40, numeral 7, ibidem, a cuyo tenor tal 

posibilidad hace parte del derecho fundamental a participar en la conformación, 

ejercicio y control del poder político. 

Esa persona es privada del acceso a un empleo y a una responsabilidad pública 

a pesar de que el orden jurídico le aseguraba que, si cumplía ciertas condiciones 

-ganar el concurso, en el caso que se examina-, sería escogida para el efecto. 

De allí también resulta que, habiendo obrado de buena fe, confiando en la 

aplicación de las reglas que el Estado ha debido observar, el aspirante debe 

soportar una decisión arbitraria que no coincide con los resultados del proceso 

de selección. 

Señor Juez, concluyo que el ICBF, vulnera mis derechos fundamentales y de 

todos los integrantes de la lista de elegibles al no dar aplicabilidad al Artículo 6 

de la Ley 1960 de 2019 Norma de mayor jerarquía desarrollada, al condicionar 

la lista de elegibles vigentes a la fecha de la Convocatoria del Concurso, limitante 

que no establece la Ley y que desconoce principios Constitucionales como el del 

mérito para acceder a cargos públicos. 

Así las cosas, señor Juez, la aplicación de la ley citada y en su articulado 

expresamente señala que las listas de elegibles aplican para cargos que incluso 

se creen con posterioridad a la convocatoria, situación fáctica que encaja 

plenamente en mí y que la hace aplicable al encontrarse para el momento de la 

publicación de la Ley la lista de elegibles de que es parte vigente y existir más 

de trece (13) cargos de Profesional Universitario Código 2044 Grado 09, que 

presuntamente se surtieron en encargos y en provisionalidad, siendo 

exactamente iguales a aquel para el cual fue convocado y superado el concurso 

de méritos. 

La anterior interpretación encuentra respaldo en el Articulo 125 Superior que 

reza: 

“Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan 

los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores 

oficiales y los demás que determine la ley. 

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la 

Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público. 

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo 

cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los 

méritos y calidades de los aspirantes.” 

Al igual que la voluntad del Legislador en la expedición del Plan Nacional de 

Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad” en reducir la 

provisionalidad en el empleo público. 



Desatender lo dispuesto en la Norma Superior y en las Leyes seria ignorar que 

“El sistema de carrera como principio constitucional es un verdadero 

mecanismo de protección de los derechos fundamentales, ya que garantiza 

que el acceso al empleo público se realice en igualdad de oportunidades y 

de manera imparcial, evitando que fenómenos subjetivos de valoración 

como el clientelismo, el nepotismo o el amiguismo sean los que imperen al 

momento de proveer vacantes en los órganos y entidades del Estado.”2      

La jurisprudencia constitucional ha sostenido que el ejercicio de la potestad del 

legislador para regular los requisitos de acceso a cargos públicos tiene como 

finalidad salvaguardar el interés general, garantizar el cumplimiento de la función 

administrativa en los términos del artículo 209 Superior, y propender por el logro 

de los fines esenciales del Estado, consagrados en el artículo 2 de las 

Constitución.   

En este sentido, todos los regímenes de ingreso al empleo público constituyen 

un desarrollo de la función pública y por ello les son aplicables los principios de 

la misma consagrados en el artículo 209 de la Constitución. 

El constituyente de 1991 privilegió el mérito como el criterio que define la forma 

de acceso a la función pública y, en consecuencia, estableció el concurso público 

como la manera de establecerlo -salvo para los cargos de elección popular, los 

de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los que 

determine la Ley-. Específicamente, el artículo 125 de la Carta autoriza al 

legislador para: (i) fijar requisitos y condiciones determinantes del méritos y 

calidades de los aspirantes; (ii) definir las causales de retiro -además de la 

calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo, la violación del régimen 

disciplinario y las señaladas por la Constitución- y prohíbe tomar la filiación 

política de los ciudadanos para determinar su nombramiento para un empleo de 

carrera, su ascenso o remoción. Al respecto, puntualizó: 

“De conformidad con la interpretación que de las disposiciones superiores ha 

realizado la Corte Constitucional, la carrera administrativa “se fundamenta única y 

exclusivamente en el mérito y la capacidad del funcionario público”, mérito que, 

en tanto elemento destacado de la carrera administrativa, comparte el carácter de 

regla general que a ésta le corresponde. En efecto, de acuerdo con la 

jurisprudencia constitucional, los principios generales de la carrera administrativa 

se enfocan “todos ellos a la eficacia del criterio del mérito como factor definitorio 

para el acceso, permanencia y retiro del empleo público” y, en esa medida, el 

artículo 125 superior establece el criterio del mérito como regla general.” 

La Corte Constitucional se ha referido al mérito como fundamento consagrado 

en la Carta Política para el ingreso y ascenso a la carrera pública, en los 

siguientes términos: 

 
2 Sentencia T-180/15 https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-180-15.htm 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/T-180-15.htm


"La ratio iuris de una carrera no es otra que la de racionalizar la administración 

mediante una normatividad que regule el mérito para el ingreso, el ascenso, los 

concursos, la capacitación, las situaciones administrativas y el retiro del servicio. 

Con ello se objetiviza el manejo del personal y se sustraen los empleos de factores 

subjetivos. La idea de "mérito" es la piedra de toque del ingreso a la carrera. Tal 

idea es heredera espiritual de las ideas platónicas acerca del filósofo-rey. (Corte 

Constitucional C-071 del 25 de febrero de 1993. M.P. Dr. Alejandro Martínez 

Caballero). 

Esto significa entonces, que el mérito, es la condición esencial para el ingreso, 

permanencia y la promoción en la función pública, y que le corresponde al 

Legislador la determinación del régimen jurídico correspondiente, señalando el 

sistema de nombramiento, los requisitos y condiciones para determinar los 

méritos y calidades de los aspirantes así como las causales de retiro del servicio 

oficial, para lo cual goza de un amplio margen de configuración dentro de los 

límites que impone la carrera como principio del ordenamiento superior y el 

marco constitucional fijado para desarrollar este criterio que ha sido determinado 

por la jurisprudencia constitucional. 

APLICACIÓN DE LA LEY 1960 DE 2019 A LA LISTA DE ELEGIBLES 

CONFORMADA CON ANTERIORIDAD A SU VIGENCIA 

La Jurisprudencia de las Altas Cortes ha aceptado la posibilidad la aplicación 

temporal de las normas, la cual, si bien no encuentra desarrollo ni consagración 

normativa expresa. En relación con esta figura, se ha indicado que ella consiste 

en la posibilidad de aplicar una determinada norma a situaciones de hecho que, 

si bien tuvieron lugar con anterioridad a su entrada en vigencia, nunca vieron 

definitivamente consolidada la situación jurídica que de ellas se deriva, pues sus 

efectos siguieron vigentes o no encontraron mecanismo alguno que permita su 

resolución en forma definitiva. 

La Corte Constitucional en sentencia T-389 de 20093 puntualizó que el efecto en 

el tiempo de las normas jurídicas es por regla general, su aplicación inmediata y 

hacia el futuro, pero con retrospectividad, […] siempre que la misma norma no 

disponga otro efecto temporal…”. De este modo, “aquello que dispone una 

norma jurídica debe cumplirse de inmediato, hacia el futuro y con la posibilidad 

de afectar situaciones que se han originado en el pasado (retrospectividad), es 

decir, situaciones jurídicas en curso al momento de entrada en vigencia de la 

norma. (Subrayado y negrilla de mi autoría)    

Al igual en la Sentencia T-110 de 20114 de la Corte Constitucional: 

“La obligatoriedad de los precedentes constitucionales cobija a todas las 

autoridades judiciales y administrativas, quienes en desarrollo de sus 

competencias constitucionales están obligadas a acatar el principio de legalidad, 

 
3 https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2009/t-389-09.htm 
4 https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/t-110-11.htm#_ftn28 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2009/t-389-09.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/t-110-11.htm#_ftn28


y deben someterse y cumplir lo dispuesto en la normatividad superior. Así, frente 

al claro enfrentamiento entre una disposición legal vigente y normas 

constitucionales amparadas por reglas judiciales vinculantes, la autoridad 

administrativa debe cumplir de manera preferente los postulados consagrados en 

la Constitución Política, sin eludir el respeto a la ley. 

El fenómeno de la retrospectividad de las normas de derecho se presenta, como 

ya se anticipó, cuando las mismas se aplican a partir del momento de su vigencia, 

a situaciones jurídicas y de hecho que han estado gobernadas por una norma 

anterior, pero cuyos efectos jurídicos no se han consolidado al momento de entrar 

a regir la nueva disposición. Este instrumento ha sido concebido por la 

jurisprudencia nacional como un límite a la retroactividad, asociando su propósito 

a la satisfacción de los principios de equidad e igualdad en las relaciones jurídicas 

de los asociados, y a la superación de aquellas situaciones marcadamente 

discriminatorias y lesivas del valor justicia que consagra el ordenamiento jurídico 

colombiano, de conformidad con los cambios sociales, políticos y culturales que 

se suscitan en nuestra sociedad. De las sentencias estudiadas se extrae, en 

conclusión, que (i) por regla general las normas jurídicas se aplican de forma 

inmediata y hacia el futuro, pero con retrospectividad; (ii) el postulado de 

irretroactividad de la ley implica que una norma jurídica no tiene prima facie la 

virtud de regular situaciones jurídicas que se han consumado con arreglo a 

normas anteriores; (iii) la aplicación retrospectiva de una norma jurídica comporta 

la posibilidad de afectar situaciones fácticas y jurídicas que se han originado con 

anterioridad a su vigencia, pero que aún no han finalizado al momento de entrar a 

regir la nueva norma, por encontrarse en curso la aludida situación jurídica y; (iv) 

tratándose de leyes que se introducen en el ordenamiento jurídico con el objeto de 

superar situaciones de marcada inequidad y discriminación (tuitivas), el juzgador 

debe tener en cuenta, al momento de establecer su aplicación en el tiempo, la 

posibilidad de afectar retrospectivamente situaciones jurídicas en curso, en 

cuanto el propósito de estas disposiciones es brindar una pronta y cumplida 

protección a grupos sociales marginados. Expuesto brevemente el efecto de las 

normas jurídicas en el tiempo, es posible entrar a analizar algunos aspectos 

referentes al tránsito constitucional acaecido en virtud de la promulgación de la 

Carta Política de 1991. En reiterada jurisprudencia esta Corporación ha señalado 

que, al momento de confrontar los postulados superiores de la Carta de 1991 con 

aquellas situaciones fácticas y disposiciones jurídicas surgidas al amparo de la 

Constitución Política de 1886, es menester tener en cuenta dos premisas básicas: 

(i) la regla del efecto general e inmediato de la Constitución de 1991 y; (ii) la regla 

de presunción de subsistencia de la legislación preexistente. Ahora bien, por la 

connotación que los fenómenos de la irretroactividad y la retrospectividad de las 

normas jurídicas tiene en este asunto, la Sala profundizará sobre la relación que 

se teje entre estas dos figuras al momento de aplicar la ley en el tiempo. 

En estas providencias, la Corte Constitucional efectuó de forma implícita una 

aplicación retrospectiva de la Carta del 91, en cuanto empleó los elementos que 

permiten la configuración de la misma. Así, al analizar la praxis judicial de este 

Tribunal en sede de revisión, se advierte que en las decisiones señaladas la 

Corporación determinó que las peticiones de este grupo de personas debían (i) 

resolverse de conformidad con la cláusula de no discriminación en razón del 

origen familiar consagrada en la norma fundamental del 91, en la medida que (ii) 

los efectos de la prestación pensional, habiéndose iniciado estando en vigor la 

Carta del 86, continuaban generando consecuencias jurídicas en vigencia de la 

Constitución del 91. Lo anterior, como se observa, se ajusta a la jurisprudencia del 



Tribunal sobre la aplicación de la Constitución en el tiempo, en tanto, se itera, “la 

Corte Constitucional ha señalado que las disposiciones de la Constitución Política 

de 1991 se aplican retrospectivamente a aquellas situaciones jurídicas que 

estaban en curso al momento de entrada en vigencia de la nueva Carta” (Supra 28; 

Infra 64). 

Por su parte la Sentencia Radicado No. 56302 de 2014 el Consejo de Estado' 

indicó que: 

“Por el contrario, frente a situaciones inciertas y eventuales que no se 

consolidaron al amparo de una normatividad anterior, opera un principio de 

aplicación inmediata de la ley, a la cual deberán adecuar su conducta quienes no 

hayan logrado llevar a su patrimonio derechos que concedía la norma derogada. 

Así,́ la Corte ha señalado que mientras los derechos adquiridos no pueden ser 

desconocidos por las leyes ulteriores, por el contrario, las simples expectativas 

no gozan de esa protección, pues “la ley puede modificar discrecionalmente las 

meras probabilidades o esperanzas que se tienen de obtener algún día un 

derecho.” Por ello, las expectativas que tiene una persona de adquirir en el futuro 

un derecho, pueden ser reguladas por el legislador “según las conveniencias 

políticas que imperen en el momento, guiado por parámetros de justicia y de 

equidad que la Constitución le fija para el cumplimiento cabal de sus funciones.” 

Cabe agregar que, en todo caso, la consolidación del derecho que otorga el haber 

sido incluido en una lista de elegibles, se encuentra indisolublemente determinado 

por el lugar que se ocupó́ dentro de la lista y el número de plazas o vacantes a 

proveer.5 

En cuanto al fondo del asunto, sea lo primero advertir que según expuso la Corte 

Constitucional en sentencia SU-913 de 2009 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez), 

las listas de elegibles que se conforman luego de haberse agotado la totalidad 

de etapas del concurso, una vez se encuentran en firme, son inmodificables y, 

por ende, quien ocupa el primer lugar de la lista, tiene ya no una mera 

expectativa, sino un derecho adquirido a ser nombrado en el cargo para el cual 

concursó, superando con éxito las pruebas de selección. 

Consecuentemente, Señor Juez, según lo narrado en los hechos, me encuentro 

en la Lista de Elegibles que a la fecha se encuentra vigente, es decir, estoy ante 

un derecho subjetivo adquirido, sin embargo, este derecho no se ha concluido 

mediante el nombramiento en el empleo, lo cual implica que mantengo una 

expectativa frente a ello. 

Entonces como en vigencia de la lista se crearon empleos de idéntica 

clasificación que aquel para el cual concurse y, en ese interregno, se expidió la 

Ley 1960 de 2019, el fenómeno a examinar es el de la aplicación retrospectiva 

de la ley en tanto fue expedida luego de la convocatoria del concurso y de la 

conformación de la lista de elegibles, pero antes de su vencimiento. 

 
5 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda — Subsección A. Consejero Ponente: Gustavo 
Eduardo Gómez Aranguren, Radicación No: 15001-23-33-000-2013 - 00563-02. Acción de tutela — 
Impugnación. Bogotá D.C., veintiuno (21) de abril de dos mil catorce (2014) 



Entonces, como a la fecha de expedición de la Ley 1960 de 2019 en su Artículo 

6 aún no se ha consolidado la expectativa de nombramiento y en ella se dispuso 

“…las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que 

surjan con posterioridad a la convocatoria del concurso en la misma 

Entidad.”, serian provistas con las listas de elegibles vigentes, no queda duda, 

que es aplicable la retrospectividad, interpretación que, adicionalmente, permite 

la protección de mis derechos fundamentales, y por ello, amerita ser acogida, 

bajo la óptica de la existencia de cargos vacantes para el cual fue convocado el 

concurso. 

El ICBF, no atiende a los principios fundamentales de acceso a la Carrera 

Administrativa por MERITOCRACIA, en especial el Articulo 125 de la 

Constitución Política, tratados ampliamente en la Sentencia C-288 de 2014 que, 

por su utilidad a la presente acción se transcribe de forma extensa, pues recogen 

nutrida jurisprudencia de la Corte Constitucional: 

3.5.3.  LOS PRINCIPIOS ESPECÍFICAMENTE APLICABLES A LA CARRERA 

ADMINISTRATIVA 

La Corte Constitucional ha reconocido que la carrera administrativa se rige por los 

principios de la administración y en especial por los de igualdad, mérito y 

estabilidad, los cuales se analizarán a continuación: 

3.5.3.1.      Principios de la función pública 

La carrera administrativa, tal como la concibió el Constituyente de 1991, permite 

que la función pública sea desarrollada por personas calificadas y “bajo la vigencia 

de los principios de eficacia, eficiencia, moralidad, imparcialidad y transparencia”. 

En este sentido, existe una estrecha relación entre el cumplimiento de los fines del 

Estado y la prioridad que el constituyente otorga a la carrera administrativa, “que 

se explica en la naturaleza del sistema y en los principios que lo fundan”, dado que 

“la operatividad material de los sistemas de carrera administrativa impide la 

reproducción de prácticas clientelistas y otras formas de favorecimiento a través 

de la concesión irregular de empleos estatales, comportamientos estos que alejan 

a la función pública de la satisfacción del interés general y del cumplimiento de los 

fines esenciales del Estado”. 

En este orden de ideas, la Corte ha puntualizado que existe “una relación 

intrínseca” entre la carrera administrativa y el cumplimiento de los fines esenciales 

de la administración pública, al punto que, según la Corporación, el fundamento 

constitucional de la carrera administrativa se encuentra en los artículos 125 y 209 

superiores, ya que, en ausencia de los criterios de mérito y eficiencia, “la función 

administrativa no puede estar al servicio de los intereses generales ni podrá ser 

desarrollada con base en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 

economía, celeridad, imparcialidad y publicidad”. 

3.5.3.2. Principio de igualdad 

El numeral 7 del artículo 40 de la Constitución Política establece el derecho 

fundamental de todo ciudadano a participar en condiciones de igualdad en la 

conformación, ejercicio y control del poder político. Para hacer efectivo este 



derecho puede, entre otras, tener acceso al desempeño de funciones y cargos 

públicos, acogiéndose a las reglas del concurso público y con sujeción a los 

méritos y calidades propios (C.P. art 125). Esta posibilidad se deriva de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos que, reconociendo la igualdad de 

todos los ciudadanos ante la ley, declara que pueden acceder “a todas las 

dignidades, todos los puestos o empleos, según su capacidad y sin otra distinción 

que aquella de sus virtudes y talentos”. 

De ahí que haya precisado la Corte que el principio de igualdad está en 

contradicción con cualquier regulación que establezca requisitos ajenos al mérito 

y capacidad de los participantes, sin suficiente fundamento objetivo o que las 

pruebas no sean valoradas en forma razonable y proporcional a su importancia, 

teniendo en cuenta el cargo a proveer, pues con ello se estaría obstruyendo el 

derecho a acceder a los cargos públicos en condiciones de igualdad. 

Con relación al principio de igualdad de oportunidades, tiene dicho la 

jurisprudencia de la Corte, que consiste en la posibilidad que tienen todas las 

personas para compartir la misma posibilidad de conseguir un empleo, así luego, 

por motivos justos, no se obtengan las mismas posiciones o no se logre la 

aspiración deseada. Por ello, la posibilidad de acceso a los empleos estatales, bajo 

el régimen de carrera, permite que las expectativas que tienen aquéllas se 

concreten en el reconocimiento de iguales oportunidades, sin que les sea 

permitido a las autoridades otorgar tratos preferentes, sin justificación objetiva. 

Tratándose de la relación de la carrera administrativa con el derecho a la igualdad, 

la Corporación ha indicado que “el acceso a la carrera mediante concurso dirigido 

a determinar los méritos y calidades de los aspirantes es una manifestación 

concreta del derecho a la igualdad” que se opone al establecimiento de “requisitos 

o condiciones incompatibles y extraños al mérito y a la capacidad de los 

aspirantes”, pues, en tal evento, se erigirían “barreras ilegítimas y discriminatorias 

que obstruirían el ejercicio igualitario de los derechos fundamentales”. 

En este sentido, “la posibilidad de acceso a los empleos estatales, bajo el régimen 

de carrera, permite que las expectativas que tienen (las personas) se concreten en 

el reconocimiento de iguales oportunidades, sin que les sea dado a las autoridades 

otorgar tratos preferentes” o carentes de “justificación objetiva” e implica, por lo 

tanto, “que las convocatorias sean generales y que los méritos y requisitos que se 

tomen en consideración tengan suficiente fundamentación objetiva y reciban, 

junto a las diferentes pruebas que se practiquen, una valoración razonable y 

proporcional a su importancia intrínseca”. 

En todo caso, un trato legal diferente no implica automáticamente una violación de 

la igualdad, siempre y cuando el Legislador persiga objetivos constitucionales 

legítimos y la diferencia de trato constituya un medio adecuado, proporcionado y 

razonable para la consecución de la finalidad perseguida.  El principio de la 

igualdad no puede ser entendido como una prohibición de las diferencias, sino 

como una exigencia de que las distinciones que se establezcan tengan una 

justificación objetiva y razonable. En otras palabras, el principio de igualdad tan 

sólo veda la arbitrariedad en las diferencias de trato.   

3.5.3.3. Principio del mérito 

El constituyente de 1991 privilegió el mérito como el criterio que define la forma de 

acceso a la función pública y, en consecuencia, estableció el concurso público 



como la manera de establecerlo -salvo para los cargos de elección popular, los de 

libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los que determine 

la Ley-. Específicamente, el artículo 125 de la Carta autoriza al legislador para: (i) 

fijar requisitos y condiciones determinantes del méritos y calidades de los 

aspirantes; (ii) definir las causales de retiro -además de la calificación no 

satisfactoria en el desempeño del empleo, la violación del régimen disciplinario y 

las señaladas por la Constitución- y prohíbe tomar la filiación política de los 

ciudadanos para determinar su nombramiento para un empleo de carrera, su 

ascenso o remoción. Al respecto, puntualizó: 

“De conformidad con la interpretación que de las disposiciones superiores ha 

realizado la Corte Constitucional, la carrera administrativa “se fundamenta única y 

exclusivamente en el mérito y la capacidad del funcionario público”, mérito que, 

en tanto elemento destacado de la carrera administrativa, comparte el carácter de 

regla general que a ésta le corresponde. En efecto, de acuerdo con la 

jurisprudencia constitucional, los principios generales de la carrera administrativa 

se enfocan “todos ellos a la eficacia del criterio del mérito como factor definitorio 

para el acceso, permanencia y retiro del empleo público” y, en esa medida, el 

artículo 125 superior establece el criterio del mérito como regla general. 

La Corte Constitucional se ha referido al mérito como fundamento consagrado en 

la Carta Política para el ingreso y ascenso a la carrera pública, en los siguientes 

términos: 

"La ratio iuris de una carrera no es otra que la de racionalizar la 

administración mediante una normatividad que regule el mérito para el 

ingreso, el ascenso, los concursos, la capacitación, las situaciones 

administrativas y el retiro del servicio. Con ello se objetiviza el manejo del 

personal y se sustraen los empleos de factores subjetivos. La idea de 

"mérito" es la piedra de toque del ingreso a la carrera. Tal idea es heredera 

espiritual de las ideas platónicas acerca del filósofo-rey. (Corte 

Constitucional C-071 del 25 de febrero de 1993. M.P. Dr. Alejandro Martínez 

Caballero). 

Esto significa entonces, que el mérito, es la condición esencial para el ingreso, 

permanencia y la promoción en la función pública, y que le corresponde al 

Legislador la determinación del régimen jurídico correspondiente, señalando el 

sistema de nombramiento, los requisitos y condiciones para determinar los 

méritos y calidades de los aspirantes así como las causales de retiro del servicio 

oficial, para lo cual goza de un amplio margen de configuración dentro de los 

límites que impone la carrera como principio del ordenamiento superior y el marco 

constitucional fijado para desarrollar este criterio que ha sido determinado por la 

jurisprudencia constitucional. 

Por último, el precedente Constitucional contenido en la Sentencia de 

Constitucionalidad C-319 de 2010. 

En la referida sentencia, la Corte estudia una demanda de constitucionalidad 

presentada contra la expresión «podrá» contenida en el artículo 145 de la Ley 

201 de 1995, «Por la cual se establece la estructura y organización de la 

Procuraduría General de la Nación», y de la Defensoría del Pueblo, precisando 

que el decreto ley 262 de 2000 derogó parcialmente la mencionada ley, es decir, 



sólo en relación con la primera entidad, quedando vigente respecto al régimen 

de carrera administrativa de la Defensoría del Pueblo. La norma estudiada es la 

siguiente: 

«Artículo 145. Lista de elegibles. La lista de elegibles se establecerá por resolución 

y de acuerdo con los resultados del concurso, tomando los candidatos aprobados 

y en riguroso orden de mérito. La lista de elegibles tendrá vigencia hasta de 6 

meses y con las personas que figuren en ella se deberán proveer las vacantes que 

se presenten en los cargos para los cuales se conformó. También podrá utilizarse 

esta lista para proveer vacantes de grado igual o inferior, correspondientes a la 

misma denominación.». (Subraya la Sala). 

Sobre el particular la Corte razonó lo siguiente: 

«El término “podrá”, empleado en el artículo 145 de la Ley 201 de 1995, ¿es una 

facultad o, por el contrario, un mandato imperativo para el nominador (un deber)? 

La Corte considera que, (…) una interpretación conforme con la Constitución, la 

cual será acogida por la Corte, apunta a señalar que se trata realmente de un deber 

y no de una facultad, por cuanto la única forma de ingresar a la carrera 

administrativa, es decir, a ocupar un cargo público en propiedad, es mediante la 

superación de un concurso público de méritos. En otras palabras, un nominador 

no puede contar con la facultad de decidir si hace nombramientos en propiedad 

en relación con personas que han superado un concurso de méritos. La anterior 

interpretación, a su vez, se sustenta en las siguientes razones. 

(…) 

La jurisprudencia constitucional constante de la Corte en cuanto a la obligación 

de nombrar en propiedad a quienes han superado un concurso de méritos. Esta 

Corporación ha sostenido que, en virtud del artículo 125 Superior, la regla general 

que rige el ingreso a la carrera administrativa es el concurso público de méritos. 

De allí que haya entendido que no se trata de una facultad sino de un deber de 

nombrar en propiedad a quienes han superado el mencionado concurso, de 

conformidad con su ubicación en la respectiva lista de elegibles, comenzando por 

quien obtuvo el primer lugar. En tal sentido, recientemente en sentencia C- 181 de 

2010, a propósito del examen del artículo 28 de la Ley 1122 de 2007, en relación 

con la elección de los Gerentes de las Empresas Sociales del Estado, la Corte 

consideró que cuando el legislador o la administración deciden sujetar a los 

principios del concurso la provisión de cargos de libre nombramiento y remoción, 

tienen la obligación constitucional de velar por la realización del principio 

fundamental del mérito que debe favorecer al concursante que obtenga el mejor 

puntaje en las respectivas evaluaciones. Como se puede advertir, no se trata de 

una facultad sino de un deber. 

El acatamiento de los principios que rigen la función administrativa. En los 

términos del artículo 209 Superior, la función administrativa está orientada, entre 

otros por los principios de economía, eficiencia y eficacia. En tal sentido, el 

nombramiento de personal en la Defensoría del Pueblo, mediante el mecanismo 

previsto en la norma acusada, apunta a hacer más eficiente el uso del talento 

humano y de los recursos públicos, escasos para el caso de la Defensoría del 

Pueblo, tal y como la interviniente lo reconoce: 



“Las convocatorias a concursos de méritos para la planta global de la 

Defensoría del Pueblo, que es a la que se refiere la norma aquí demandada, 

como sucede usualmente en la gestión administrativa, están 

predeterminadas no sólo por el número de vacantes a proveer en un 

espacio de tiempo determinado, sino por los costos que implica la 

correspondiente convocatoria y, consecuentemente, por la capacidad 

presupuestal. Por esta razón, y dado que la Defensoría del Pueblo no 

cuenta con recursos propios, los concursos de méritos no siempre 

resultan convocados para la totalidad de las vacantes, sino por el número 

de cargos disponibles que sea posible proveer mediante concurso público 

dados los recursos presupuestales, técnicos y humanos con los que 

cuenta la Entidad en un período de tiempo determinado. 

De lo anterior se puede apreciar la importancia que las listas de elegibles 

significan para cualquier Entidad y, en particular, para la Defensoría del 

Pueblo, en virtud de las inveteradas restricciones presupuestales a las que 

se encuentran sometidas por la rigidez del sistema presupuestal y 

financiero nacional”.  

Como se puede advertir, no se trata de un argumento de conveniencia, ajeno al 

juicio de constitucionalidad de las leyes, sino soportado en los dictados del 

artículo 209 Superior. 

(…) 

El artículo prevé un segundo supuesto fáctico que es el siguiente: dentro de los 6 

meses de vigencia de la lista de elegibles, de llegar a presentarse otras vacantes 

en cargos de igual o inferior grado, correspondientes a la misma denominación, el 

nominador deberá proveerlas, de forma definitiva, realizando nombramientos en 

propiedad con personas que figuren en la inicial lista de elegibles. 

(…) 

Como se ha explicado, la disposición acusada le permite al Defensor del Pueblo 

utilizar una lista de elegibles para proveer vacantes de grado igual o inferior, 

correspondientes a la misma denominación. Se pretende, de esta forma, vincular 

a la Entidad a personas que han concursado para un determinado cargo, en otro 

semejante o de inferior categoría. A su vez, la Corte adelantando una interpretación 

de la norma, conforme con la Constitución, concluyó que se trata realmente de un 

deber y que los nombramientos son realizados en propiedad y no en 

provisionalidad. 

Ahora bien, como se ha explicado, el demandante planteó dos cargos de 

inconstitucionalidad en relación con la mencionada disposición. Uno primero, que 

apunta a señalar que el recurso a la lista de elegibles previamente elaborada 

constituye un deber y no de una facultad del nominador; el segundo, que indica 

que se estarían violando los derechos de los ciudadanos que aspiraban a 

presentarse a concursar para una nueva vacante, pero que, debido a la aplicación 

de la norma, no pueden hacerlo.  

En lo que concierne a los cargos de igual grado y denominación, el recurso 

obligatorio a la lista de elegibles ya elaborada no vulnera la Constitución por 

cuanto (i) se están nombrando personas que superaron un concurso de méritos 

para el mismo cargo, es decir, no se trata de un mecanismo de ingreso automático 

a la función pública; (ii) la norma se aplica en supuestos muy puntuales por cuanto 



la lista debe estar vigente (6 meses), a cuya expiración deberá hacerse un nuevo 

concurso; y (iii) las dificultades presupuestales que afectan a la Defensoría del 

Pueblo, y que le impiden realizar constantes concursos de méritos, a efectos de 

proveer las vacantes que se presenten en los cargos de carrera administrativa, 

justifican que el nominador acuda a una lista de elegibles, debidamente 

conformada por ciudadanos que participaron en igualdad de condiciones, a 

efectos de proveer otro cargo de idéntico grado y denominación que yace vacante, 

en vez de recurrir al expediente de la provisionalidad. 

Ahora bien, en gracia de discusión se podría argumentar que resultaría más 

conforme con el espíritu del artículo 125 Superior, declarar inexequible la 

expresión acusada, bajo la lógica de que cada vez que se presente una vacante en 

la administración pública deberá abrirse un concurso de méritos y surtir el cargo 

únicamente con quienes participaron en el mismo. Aunque ello es el ideal en un 

sistema de carrera, lo cierto es que declarar inexequible la norma acusada 

conduciría a un resultado contrario precisamente con el sentido del artículo 125 

Superior por cuanto, dadas las dificultadas presupuestales que aquejan a la 

Defensoría del Pueblo, tal y como lo destaca su titular, ante la imposibilidad de 

realizar concursos públicos con la necesaria regularidad, se tendrían que realizar 

nombramientos en provisionalidad. 

Así las cosas, la Corte considera necesario condicionar en primer lugar la 

exequibilidad de la norma en el sentido de que cuando se trate de proveer una 

vacante de grado igual, correspondiente a la misma denominación, el empleo de 

la lista de elegibles es un deber y no una facultad del nominador. 

(…) 

El nominador no cuenta con una facultad sino con un deber al momento de 

recurrira la lista de elegibles, a efectos de proveer un cargo de grado y 

denominación iguales para el cual se abrió originalmente el concurso de méritos. 

Lo anterior, bien entendido, durante el tiempo de vigencia de la lista de elegibles 

(6 meses).  

(…) 

En este orden de ideas, la Corte declarará EXEQUIBLE, por el cargo analizado, el 

artículo 145 de la Ley 201 de 1995, en el entendido de que cuando se trate de 

proveer una vacante de grado igual, correspondiente a la misma denominación, el 

empleo de la lista de elegibles es un deber y no una facultad del nominador, e 

INEXEQUIBLE la expresión “o inferior” del mismo artículo.». 

Entonces, en resumen, en la sentencia C-319 de 2010, para el caso de la 

Defensoría del Pueblo, la Corte Constitucional, acogió el criterio según el cual, 

las listas de elegibles, mientras estén vigentes, pueden ser extendidas o 

utilizadas para proveer empleos adicionales a los originalmente ofertados, 

siempre y cuando sean iguales a los inicialmente sacados a concurso. Ello 

porque (i) de acuerdo con el artículo 125 de la Constitución, la regla general es 

que los empleos públicos son de carrera y deben ser provistos a través de 

concursos públicos que permitan comprobar, verificar y medir el mérito; y (ii) en 

virtud de la aplicación de criterios de razonabilidad, eficiencia y economía en el 



gasto público, de tal manera que se le dé el mayor uso posible a la lista de 

elegibles mientras esté vigente. 

Así concluyo que las nuevas vacantes creadas para el empleo de Profesional 

Universitario Código 2044 Grado 09, deben ser ocupadas por aquellas personas 

que conforme la lista de elegibles vigente para dichos cargos, situación a la cual 

me encuentro. 

PRETENSIONES 

Con fundamento en los hechos relacionados, solicito del señor Juez disponer y 

ordenar al ICBF y a la CNSC, partes accionadas y a favor mío, lo siguiente:  

1. Tutelar mis derechos fundamentales a la Igualdad, al derecho de petición, 

al trabajo, al debido proceso, y acceder a cargos públicos, en 

consecuencia.  

2. Se ordene a la CNSC y al ICBF que en el termino de 48 horas siguientes 

al fallo de tutela, realicen los trámites administrativos pertinentes para que 

se dé cumplimiento a lo ordenado en los Artículos 6 y 7 de la Ley 1960 de 

2019 y en consecuencia se autorice y use la lista de elegibles conformada 

mediante Resolución N0. CNSC - 20182230063945 del 22 de junio del 

2018, para que nombren y posesionen al señor MAURICIO ANDRÉS 

TRUJILLO SÁNCHEZ, en uno de las trece (13) vacantes definitivas que 

fueron creadas por el Decreto 1479 de 2017, y evitar un perjuicio 

irremediable. 

3. Se ordene al ICBF contestar de fondo los tres interrogantes plasmados en 

el derecho de petición impetrada a través del correo electrónico de fecha 

21 de abril 2020, en donde fue direccionada a la Dirección de Gestión 

Humana según Información y Orientación con Tramite SIM No. 

1761862764 de fecha 22 de abril 2020. 

4. Se ordene al ICBF a ofertar incluso la segunda vacante que integro la 

Oferta Pública de Empleos de Carrera, OPEC 39986 de la respectiva 

Convocatoria No. 433 de 2017, a los elegibles por estricto orden de 

méritos, con de la presunta renuncia de la primera elegible quien se 

posesiono en una de las 2 vacantes ofertadas dentro de la mentada 

Convocatoria, lo cual debe utilizarse la lista de elegibles conformada 

mediante Resolución N0. CNSC - 20182230063945 del 22 de junio del 

2018. 

PRUEBAS 

1. ACUERDO NO. CNSC - 20161000001376 DEL 05 DE SEPTIEMBRE 

2016 “POR EL CUAL SE CONVOCA A CONCURSO ABIERTO DE 

MÉRITOS PARA PROVEER DEFINITIVAMENTE LOS EMPLEOS 



VACANTES PERTENECIENTES AL SISTEMA GENERAL DE CARRERA 

ADMINISTRATIVA DE LA PLANTA DE PERSONAL DEL INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, CONVOCATORIA NO. 433 

DE 2016 – ICBF” 

 

2. RESOLUCIÓN NO. CNSC - 20182230063945 DEL 22 DE JUNIO 2018 
“POR LA CUAL SE CONFORMA LA LISTA DE ELEGIBLES PARA 
PROVEER DOS (2) VACANTES DEL EMPLEO IDENTIFICADO CON EL 
CÓDIGO OPEC NO. 39986, DENOMINADO PROFESIONAL 
UNIVERSITARIO, CÓDIGO 2044, GRADO 9, DEL SISTEMA GENERAL 
DE CARRERA ADMINISTRATIVA DEL INSTITUTO COLOMBIANO DE 
BIENESTAR FAMILIAR, CONVOCATORIA NO. 433 DE 2016 – ICBF” 

 

3. PANTALLAZO DE LA FIRMEZA DEL NO. ACTO ADMINISTRATIVO 

20182230063945 

 

4. RESOLUCIÓN NO. 9526 DEL 26 DE JULIO 2018 “POR MEDIO DE LA 

CUAL SE HACE UN NOMBRAMIENTO EN PERIODO DE PRUEBA, SE 

TERMINA UNOS ENCARGOS Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 
5. RESOLUCIÓN NO. 9545 DEL 26 DE JULIO 2018 “POR MEDIO DE LA 

CUAL SE HACE UN NOMBRAMIENTO EN PERIODO DE PRUEBA Y SE 

DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 

6. RESOLUCIÓN NO. CNSC – 20182230156785 DEL 22 DE NOVIEMBRE 

2018 “POR LA CUAL SE REVOCA EL ARTICULO CUARTO DE LOS 

ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE CONTIENEN LAS LISTAS DE 

ELEGIBLES PROFERIDAS CON OCASIÓN DE LA CONVOCATORIA 

433 DE 2016 – ICBF”. 

 

7. DECRETO NÚMERO 1479 DEL 04 SEPTIEMBRE 2017 “POR EL CUAL 
SE SUPRIME LA PLANTA DE PERSONAL DE CARÁCTER TEMPORAL 
Y SE MODIFICA LA PLANTA DE PERSONAL DE CARÁCTER 
PERMANENTE DEL INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 
FAMILIAR "CECILIA DE LA FUENTE DE LLERAS" Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES.” 
 

8. RESOLUCIÓN NO. 7746 DEL 05 SEPTIEMBRE 2017 “POR MEDIO DE 

LA CUAL SE DISTRIBUYEN UNOS CARGOS DE LA PLANTA DE 

PERSONAL DEL INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 

“CECILIA DE LA FUENTE DE LLERAS”  

 
9. RESOLUCIÓN NO. CNSC – 20182230162005 DEL 04 DE DICIEMBRE 

2018 “POR LA CUAL SE DECLARA DESIERTO EL CONCURSO PARA 

ALGUNAS VACANTES OFERTADAS EN EL MARCO DE LA 

CONVOCATORIA NO. 433 DE 2016 – ICBF” 



10. PETICIÓN AL ICBF DE FECHA 21/04/2020 

 
11. RESPUESTA A LA PETICIÓN LA CUAL FUE DIRECCIONADA A LA 

DIRECCIÓN DE GESTIÓN HUMANA DEL INSTITUTO COLOMBIANO 

DE BIENESTAR FAMILIAR (ICBF) PARA EL TRÁMITE 

CORRESPONDIENTE. 

 

12. IMPRESIÓN DEL PANTALLAZO DE LA PÁGINA WEB DEL SIGEP DE 
YENNI MERCEDES SOTO VERGEL. 
 

13. CERTIFICADO DEL REGISTRO PÚBLICO DE CARRERA 
ADMINISTRATIVA DE YENNI MERCEDES SOTO VERGEL. 

 

14.  FALLO DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL 

VALLE DEL CAUCA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE 2019 DENTRO DE 

LA ACCIÓN DE TUTELA PROMOVIDA JESSICA LORENA REYES 

CONTRERAS CONTRA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL E 

INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR ICBF, EN 

SEGUNDA INSTANCIA BAJO EL RADICADO NO. 76 001 33 33 021 2019 

00234 01. 

   

15. CRITERIO UNIFICADO USO DE LISTAS DE ELEGIBLES EN EL 

CONTEXTO DE LA LEY 1960 DE 27 DE JUNIO 2019” EXPEDIDO EL 16 

DE ENERO 2020. 

PROCEDENCIA Y LEGITIMIDAD 

Esta acción de tutela es procedente de conformidad con lo establecido en los 

artículos 1, 2, 5 y 9 del Decreto 2591 de 1991, ya que se pretende es que se 

garantice mis derechos fundamentales a la igualdad, al derecho de petición, al 

trabajo, al debido proceso y a acceder a cargos públicos, y toda vez que la 

petición consiste en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la 

tutela actúe, según el inciso 2º art. 86 de la C.P., siendo únicamente aceptables 

como otros medios de defensa judicial, para los fines de exclusión de la acción 

de tutela, aquellos que resulten aptos para hacer efectivo los derechos, es decir, 

que no tienen tal carácter los mecanismos que carezcan de conducencia y 

eficacia jurídica para la real garantía del derecho. 

La existencia de otro medio de defensa ha sido reiteradamente explicada por la 

Corte Constitucional, en el sentido de que no siempre que se presenten varios 

mecanismos de defensa, la tutela resulta improcedente. Es necesario además 

una ponderación de eficacia de los mismos a partir de la cual se concluya que 

alguno de los otros medios existentes, es tan eficaz para la protección de los 

derechos fundamentales como la acción de tutela misma y en tal sentido en la 

Sentencia T-526 del 18 de septiembre de 1.992 Sala Primera de Revisión, 

manifestó:  



“…Es claro entonces que el otro medio de defensa judicial a que alude el articulo 

86 debe poseer necesariamente, cuando menos, la misma eficacia en materia de 

protección inmediata de derechos constitucionales fundamentales que, por 

naturaleza, tiene la acción de tutela. De no ser así, se estaría haciendo simplemente 

una burda y mecánica exégesis de la norma, en abierta contratación con los 

principios vigentes en materia de efectividad de los derechos y con 

desconocimiento absoluto del querer expreso del constituyente.” 

LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA POR FALTA DE 

NOMBRAMIENTO DE QUIEN SE ENCUENTRA EN LISTA DE ELEGIBLES: 

La Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha manifestado que la acción 

de tutela, sin perjuicio de su naturaleza residual, es un mecanismo procedente 

para proteger los derechos de quienes han participado en concursos de méritos 

para la provisión de cargos de carrera en las entidades estatales y han sido 

seleccionados. 

Ello por cuanto las acciones ordinarias ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo no proveen un mecanismo efectivo, oportuno e idóneo para la 

protección de los derechos al trabajo, a la igualdad y al debido proceso. 

Desde la Sentencia T-315 de 1998, señaló: 

“La Corte ha indicado que, en principio, la acción de tutela no procede para 

controvertir actos administrativos que reglamentan o ejecutan un proceso de 

concurso de méritos. Sin embargo, posteriormente la jurisprudencia 

constitucional encontró que existen, al menos, dos excepciones a la regla antes 

planteada. En primer lugar, se trata de aquellos casos en los que la persona 

afectada no tiene un mecanismo distinto de la acción de tutela, para defender 

eficazmente sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos 

administrativos que los vulneran o porque la cuestión debatida es eminentemente 

constitucional. En segundo lugar, procede la tutela cuando, por las circunstancias 

excepcionales del caso concreto, es posible afirmar que, de no producirse la orden 

de amparo, podrían resultar irremediablemente afectados los derechos 

fundamentales de la persona que interpone la acción. Estos casos son más 

complejos que los que aparecen cobijados por la excepción anterior, pues en ellos 

existen cuestiones legales o reglamentarias que, en principio, deben ser definidas 

por el juez contencioso administrativo pero que, dadas las circunstancias 

concretas y la inminente consumación de un daño iusfundamental deben ser, al 

menos transitoriamente, resueltas por el juez constitucional.”6    

En materia de concursos de mérito, la jurisprudencia constitucional ha 

diferenciado entre dos situaciones: cuando se controvierte un acto administrativo 

y cuando se busca que la entidad encargada efectúe los nombramientos de las 

personas incluidas en la lista de elegibles. 

En el primer supuesto, se ha indicado que por regla general este mecanismo 

constitucional no procede, debido a la existencia de otros medios de defensa 

judicial, análisis que, en todo caso, dependerá de las situaciones particulares del 

 
6 Sentencia T-315/98 https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1998/T-315-98.htm  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1998/T-315-98.htm


caso. En el segundo evento, la Corte Constitucional ha manifestado que la acción 

de tutela procede para la protección de los participantes que, teniendo derecho 

a ser nombrados, por hacer parte de la lista de elegibles, no son designados. 

Ya desde la Sentencia SU-133 del 2 de abril de 1998, el Tribunal Constitucional 

indicó lo siguiente: 
“Así las cosas, esta Corporación ha considerado que la vulneración de los 

derechos a la igualdad, al trabajo y debido proceso, de la cual son víctimas las 

personas acreedoras a un nombramiento en un cargo de carrera cuando no son 

designadas pese al hecho de haber obtenido el primer lugar en el correspondiente 

concurso, no encuentran solución efectiva ni oportuna en un proceso ordinario 

que supone unos trámites más dispendiosos y demorados que los de la acción de 

tutela y por lo mismo dilatan y mantienen en el tiempo la violación de un derecho 

fundamental que requiere protección inmediata.”7  

En el mismo sentido la Sentencia T-425 del 26 de abril 2001, la Corte señaló que 

en desarrollo de los principios que rigen la función pública igualdad, moralidad, 

eficacia, economía, celeridad, imparcialidad, y publicidad, consagrados en el 

artículo 209 de la Carta Política, cuando se presentan vacantes, si la 

administración decide proveerlas, durante la vigencia de una lista de elegibles, 

debe hacerlo con las personas que integran tal lista, obviamente, conservando 

el orden de conformación e integración de la misma. Se pronunció en los 

siguientes términos: 

·En un sinnúmero de ocasiones esta colegiatura ha sostenido que procede la tutela 

para enervar los actos de las autoridades públicas cuando desconocen los 

mecanismos de selección establecidos en los concursos públicos. En efecto: 

“...la vulneración de los derechos a la igualdad, al trabajo y debido proceso, de la 

cual son víctimas las personas acreedoras a un nombramiento en un cargo de 

carrera cuando no son designadas pese al hecho de haber obtenido el primer lugar 

en el correspondiente concurso, no encuentran solución efectiva ni oportuna en 

un proceso ordinario que supone unos trámites más dispendiosos y demorados 

que los de la acción de tutela y por lo mismo dilatan  y mantienen en el tiempo la 

violación de un derecho fundamental que requiere protección inmediata.  

De otra parte, la Corte en la Sentencia SU-613 del 6 de agosto de 2002, reiteró 

esta posición: 

“…existe una clara línea jurisprudencial según la cual la acción de tutela es el 

mecanismo idóneo para controvertir la negativa a proveer cargos de carrera en la 

administración judicial de conformidad con los resultados de los concursos de 

méritos, pues con ello se garantizan no sólo los derechos a la igualdad, al debido 

proceso y al trabajo, sino también el acceso a los cargos públicos, y se asegura la 

correcta aplicación del artículo 125 de la Constitución. Por lo mismo, al no existir 

motivos fundados para variar esa línea, la Sala considera que debe mantener su 

posición y proceder al análisis material del caso. Obrar en sentido contrario podría 

significar la violación a la igualdad del actor, quien a pesar de haber actuado de 

buena fe y según la jurisprudencia constitucional, ante un cambio repentino de ella 

 
7 Sentencia T-112A/14 https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-112A-14.htm 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-112A-14.htm


se vería incluso imposibilitado para acudir a los mecanismos ordinarios en 

defensa de sus derechos. 

En los mismos términos, en la Sentencia T-484 del 20 de mayo de 2004, la Corte 

estudió el conflicto que se presenta cuando existe lista de elegibles y solicitud de 

traslado de un funcionario de carrera, estableciendo que el nominador debe tener 

en cuenta la hoja de vida de los aspirantes al cargo. La Corte Constitucional 

concluyó, que si bien "...la jurisprudencia constitucional ha considerado que 

existe otro mecanismo de defensa judicial para satisfacer las pretensiones de 

quien considera que no fue nombrado en un cargo, a pesar de haber obtenido el 

primer puesto en un concurso, también ha precisado que éste medio de defensa 

judicial no es eficaz para proteger los derechos involucrados..." 

Luego la línea jurisprudencia) de la Corte Constitucional respecto al tema se 

plasma de la siguiente manera en la Sentencia SU 913 de 2009, allí se lee: 

"5.1. La Corte Constitucional ha señalado de manera recurrente que la acción de 

tutela es un mecanismo protector de derechos fundamentales de naturaleza 

residual y subsidiaria, por lo cual solo puede operar para la protección inmediata 

de los mismos cuando no se cuenta con otro mecanismo judicial de protección, o 

cuando existiendo este, se debe acudir a la tutela como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. 

Sin embargo, la doctrina constitucional ha reiterado que al estar en juego la 

protección de los derechos fundamentales al trabajo, la igualdad y el debido 

proceso de quienes participaron en un concurso de méritos y fueron debidamente 

seleccionados, la Corte Constitucional asume competencia plena y directa, aun 

existiendo otro mecanismo de defensa judicial, al considerar que la tutela puede 

'desplazar la respectiva instancia ordinaria para convertirse en la vía principal de 

trámite del asunto' i, en aquellos casos en que el mecanismo alterno no es lo 

suficientemente idóneo y eficaz para la protección de estos derechos'  

5.2. Considera la Corte que en materia de concursos de méritos para la provisión 

de cargos de carrera se ha comprobado que no se encuentra solución efectiva ni 

oportuna acudiendo a un proceso ordinario o contencioso, en la medida que su 

trámite llevaría a extender en el tiempo de manera injustificada la vulneración de 

derechos fundamentales que requieren de protección inmediata. Esta Corte ha 

expresado, que, para excluir a la tutela en estos casos, el medio judicial debe ser 

eficaz y conducente, pues se trata nada menos que de la defensa y realización de 

derechos fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar el mecanismo 

de tutela para sustituirlo por un instrumento previsto en el ordenamiento legal que 

no garantice la supremacía de la Constitución en el caso particular”. 

A su vez, en la sentencia T-180 de 2015 la Sala Sexta de Revisión de la Corte 

Constitucional precisó que: 

"Esta Corporación ha señalado que las listas de elegibles generan derechos 

subjetivos que, por regla general, no pueden ser desconocidos por ninguna 

autoridad, a menos que sea necesario por motivos de utilidad pública e interés 

social y siempre que medie indemnización previa del afectado... 



Por último, la Sentencia T-160 de 2018, también señalo la procedencia 

excepcional de la acción de tutela en concurso de méritos, cuando a pesar de 

existir otro de medio defensa judicial, este no resulta idóneo para evitar un 

perjuicio irremediable: 

“Esta Sala de Revisión encuentra que la acción de amparo constitucional se 

convierte en el mecanismo idóneo de defensa judicial para resolver la controversia 

sometida a revisión, por una parte, porque las pretensiones del accionante no se 

dirigen a determinar la legalidad de los actos administrativos expedidos en 

desarrollo de la convocatoria, pretensión para la cual puede acudir a los medios 

de control de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, sino que pretende 

demostrar que la aplicación de estas normas, en su caso concreto, lesiona sus 

derechos fundamentales.”      

Para los efectos de que trata el artículo 37 y 38 del Decreto 2591 de 1.991, 

manifiesto bajo juramento que, con anterioridad a esta acción no he promovido 

acción similar por los mismos hechos. 

Teniendo en cuenta la jurisprudencia constitucional citada, señor Juez concluyo 

que los supuestos fácticos en este caso, es decir, la existencia de lista de 

elegibles en la que me encuentro y la existencia de vacantes por proveer en 

cargos de igual denominación que los llamados a concurso en esa ocasión, a 

pesar de la existencia de actos administrativos que se han negado a proveer el 

empleo atendiendo a esa circunstancia que da lugar a un derecho subjetivo, 

hacen procedente la acción de tutela pues, sin lugar a mayores explicaciones, 

someter el caso al proceso ordinario de nulidad y restablecimiento del derecho, 

no resulta eficaz para la protección de los derechos fundamentales invocados.  

Fundamento igualmente en el artículo 8 y el numeral 2 del artículo 21 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos.  

COMPETENCIA 

Es usted, señor Juez, competente, para conocer del asunto, por la naturaleza de 

los hechos, por tener jurisdicción en el domicilio de las entidades accionadas 

ICBF y COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL y de conformidad con lo 

dispuesto en el decreto 1382 de 2000. 

ANEXOS 

Los documentos presentados y enunciados como pruebas y copias del presente 

libelo para lo pertinente. 

NOTIFICACIONES 

Indico como lugar para las notificaciones físicas y electrónicas las siguientes: 

El suscrito en la Calle 4 G No. 62-27 Apartamento 302, de esta ciudad o al correo 

electrónico mandrests@hotmail.com.   

mailto:mandrests@hotmail.com


Las partes accionadas ICBF y COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

recibirán notificaciones en la Avenida Carrera 68 No. 64C-76, 

notificaciones.judiciales@icbf.gov.co, y Carrera 16 No. 96-64 Piso 7, 

notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co respectivamente en la ciudad de Bogotá, 

D.C. 

 

Del señor Juez, 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

_______________________________ 

MAURICIO ANDRÉS TRUJILLO SÁNCHEZ 

Cedula de Ciudadanía No. 1.001.168.751 expedida en Bogotá, D.C. 

 

.  

mailto:notificaciones.judiciales@icbf.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co
























































EL SUSCRITO DIRECTOR DE ADMINISTRACION DE CARRERA ADMINISTRATIVA DE LA COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL

CERTIFICA

Que el(la) servidor(a) público(a) YENNI MERCEDES SOTO VERGEL identificado(a) con cédula de ciudadania No. 37443409 se encuentra inscrito(a) y/o actualizado(a) en el Registro Público de Carrera Administrativa en el empleo que a
continuación se relaciona:

Información CNSC

Entidad Cargo Código Grado Tipo Trámite Fecha Aprobación Nivel Número
Resolución

Fecha
Resolución Observaciones

INSTITUTO
COLOMBIANO DE
BIENESTAR FAMILIAR
-ICBF-

PROFESIONAL
UNIVERSITARIO 2044 9 Inscripción No Aplica Profesional 9069 01/08/2019

SERVICIO NACIONAL
DE APRENDIZAJE -
SENA

PROFESIONAL 2020 02 Actualización por
Ascenso No Aplica Profesional 4108 26/02/2020

La presente certificación se expide a solicitud del interesado a treinta y un días del mes de mayo de 2020. La última anotación que se certifica, corresponde a la información más reciente que respecto a la movilidad laboral del servidor
público, se reportó a esta Comisión. * La información aquí consignada puede ser objeto de verificación.

Cordialmente,

Wilson Monroy Mora
Director de Administración de Carrera Administrativa
Comisión Nacional del Servicio Civil - CNSC

YENNI MERCEDES SOTO VERGEL - 37443409
Página 1 de 1

Sede Principal: Carrera 16 No. 96 # 64, Piso 7, Bogotá D.C., Colombia
Sede Registro Público de Carrera: Carrera 22 A N° 85 A - 33 | SuperCADE CAD: Carrera 30 N° 25 - 90, Zona C, Módulo 120

Chat | PBX: 57 (1) 3259700 Ext. 1000, 1024, 1070, 1071 y 1086 | Fax: 3259713 | Línea nacional CNSC: 01900 3311011
atencionalciudadano@cnsc.gov.co | www.cnsc.gov.co
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GLJA WAD. MERITO V OPORTZJN!DAD 

CRITERIO UNIFICADO 
"USO DE LISTAS DE ELEGIBLES EN EL CONTEXTO DE LA LEY 1960 DE 27 

DE JUN10 DE 2019" 

Ponente: Comisionado Fridole Ballén Duque. 
Fecha de sesiOn: 16 do enero de 2020. 

La Sala Plena de Ia CNSC, en sesiOn del 16 de enero de 2020, aprobô el Criterlo Unificado U.SO 
DE LISTAS DE ELEGIBLES EN EL CONTEXTO DE LA LEY 1960 DEL 27 DE JUN10 DE 2019. 

MARCO JURIDICO 

El uso de Listas de Elegibles se encuentra regulado por las siguientes disposiciones legales y 
reglamentarias: 

Ley 909 de 2004 
Decretos 1083 de 2015 y 648 de 2017 
Ley 1960 de 2019 

PROBLEMAS JURIDICOS PLANTEADOS 

1. tCuãl es el regimen aplicable a las listas de elegibles conformadas yen firme en los procesos 
de selecciOn convocados con anterioridad a Ia entrada en vigencia de Ia Ley 1960 del 27 de 
junlo de 2019? 

2. tCuál es el regimen aplicable a las listas de elegibles que se conformen en los procesos de 
selección convocados con posterioridad ala entrada en vigencia de Ia Ley 1960 del 27 dejunlo 
do 2019? 

RESPUESTA AL PRIMER PROBLEMA JURIDICO: 

El artIculo 6 do Ia Ley 1960 de 20191,  modificO el numeral 4° del artIculo 31 de La Ley 909 do 2004, 
previendo lo siguiente: 

Cf( 

4. Con los resultados do las pruebas ía ComisiOn Nacional del Seniicio Civil o Ia entidad 
contratada por delegacion de aque/la e/aborara en estricto orden de mOdto Ia lista do 
ele gm/es quo tendra una vigoncia do dos (2) aflos. Con esta v en estricto orden de 
méritos se cubriran las vacantes para las cuales se efectuo el concurso v las 
vacantes definitivas de carqos equivalentes no convocados, que surjan con 
posterioridad a ía convocatoria de concurso en ía misma Entidad.  (Resaltado fuera 
do texto) 

La CNSC y el Departamento Administrativo do Ia FunciOn PUblica -DAFP-, a través de Ia Circular 
Conjunta No. 20191000000117 de 29 de Julio do 20192,  numeral 6°, impartieron instrucciones sobre 

"Pore! cua! so modi!ican (a Ley 909 do 2004, el bocrolo Loy 1567 do 1998 y so dictan otms disposicionos' 
2 'Por Ia cua! so impa ilon (inoamientos frento a (a aplicaciOn do las disposiciones contonidas en Ia Ley 1960 do 27 do junta do 2019, on 
re!acion con Ia vigoncia do Ia ley-procosos do so!eccion, infomio do (as vacantos dotinitivas y oncargof 
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Ia aplicacion de Ley 1960 de 2019 a partir de su entrada en vigencia yen relación con los procesos 
de selecciona a los que aplica, asi: 

"(...) El adieu/a 70  de Ia Ley 1960 de 2019, prove: "(.,.) Ia presente 1ev riqe a partir S su 
publicaciôn  (.. ./ hecho quo acaeciO con Ia pub/icaeion realizada en el Diarlo Of/c/al No. 50997 
del 27 de jun/ode 2019. 

Con forme con las etapas definidas en el articulo 31 de Ia Ley 909 do 2004 y el precedente 
judsprudencial, los procesos de seleccion existen juridicamente desde el momonto en quo son 
aprobadosporla Sala Plona dc/a CNSC, coma consecuencia del agotamiento dc/a etapa pre via 
de planeacion y coordinaciOn interinstitucional. 

Los pmcesos aprobados en sesiOn de Comision haste antos del 27 de junlo de 2019, podran ser 
modificados, corregidos o aclarados en cualquiera do sus aspectos en los términos de ía 
normatividad que se oncontraba vigente antos do Ia oxpediciOn de Ia Ley 1960 do 2019. 

Con fundamento en /0 antes citado, los procosos do selecciOn aprobados antes del 27 dejunio 
do 2019 so rogiran par el articu/o 29 de Ia Loy 909 de 2004 vigente antes de su modificac/on. 
(...)" 

Lo anterior, en concordancia con el Principio de Ultractividad de Ia Ley, mismo que en Ia doctrina 
de Ia Carte Constitucional, Sentencia C-763 de 2002, M.P. Jaime Araujo Renterla, fue enunciado 
en los términos que a continuacián se exponen: 

U!.. .1 

Dentro de Ia Teorla General dol Dorecho, os clara Ia apl/cacion "Tempus rogit actus' 
que se traduce en quo Ia norma vigente a! momenta de sucederso los hechos par 
el/a pre vista, es/a que so ap/ica a osos hochos, aunque ía norma haya s/do derogada 
despues. Esto os Jo quo explica Ia Tear/a del Derocho, Ia denominada ultractividad 
de las normas, que son derogadas, que se siguen aplicando a los hechos ocurridos 
durante su v/gone/a. Este fenomeno so presenta en rolación con todas las normas 
juridicas, cualquiera sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc. [...j' 

En virtud de los apartes jurisprudenciales en cita y teniendo en cuenta que el concurso está 
integrado par diferentes actos administrativos iniciando con el de convocatoria al proceso de 
seleccion y cuiminando con el de evaluacion del periodo de prueba, se concluye que las 
convocatorias para proveer vacantes definitivas de empleos de carrera, iniciadas antes de Ia 
entrada en vigencia de Ia Ley 1960 de 2019, deberthn agotarel procedimiento conforme alas reglas 
previamente establecidas en Ia convocatoria y en las normas que le sirvieron de sustento, con el 
fin de garantizar seguridad juridica a las entidades y a los aspirantes. 

Las Listas de Elegibles que adquirieron firmeza, asi coma aquellas (listas de elegibles) expedidas 
coma consecuencia de una convocatoria aprobada con antelación a Ia entrada en vigencia de Ia 
Ley 1960 de 2019, seguirán las reglas previstas antes de Ia modificacion de Ia Ley 909 de 2004 y 
las establecidas en los respectivos Acuerdos de Convocatoria. 
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De conformidad con to expuesto, tas listas de elegibtes conformadas por ta CNJSC y aquallas qua 
sean expedidas en el marco de los procesos de selección aprobados con anterioridad al 27 dejunio 
de 2019, deberan usarse durante su vigencia para proveer las vacantes de los empleos qua 
integraron Ia Oferta Pübtica de Empleos de Carrera -OPEC- de Ia respectiva convocatoria y para 
cubrir nuevas vacantes que se generen con posterioridad y que corraspondan a los "mismos 
emp!eos' entiéndase, con igual denominacion, cOdigo, grado, asignación básica mensual, 
propósito, funciones, ubicación geogrâfica y mismo grupo de aspirantes; critarios con tos que en el 
proceso de selecciOn se identifica el empteo con un nCimero de OPEC. 

RESPUESTA AL SEGUNDO PROBLEMA JURIDtCO: 

El enfoque dado por Ia Lay 1960 de 2019, para los procesos de seleccion, implica qua éstos 
deberán ser astructurados considerando el posibte uso qua pueda hacerse de las listas de alegibles 
para empleos aquivalentas, con el objeto da lograr qua ellos sean equiparablas desde al proceso 
de setección. 

Por tanto, el nuevo regimen aplicable a las listas de elegibles conformadas por Ia CNSC en et marco 
de los procesos de selecciOn aprobados con posterioridad al 27 de junlo da 2019, deberán usarse 
durante su vigencia para proveer tas vacantas de tos empleos que integraron Ia Oferta PUblica de 
Empleos de Carrera -OPEC- de Ia raspectiva convocatoria y para cubrir nuevas vacantes de los 
"mismos empleos" o vacantas en cargos da empleos equivalentes. 

Se deja sin efecto el Criterio Unificado de fecha I da agosto de 2019, "Listas do clog/b/es en ci 
contoxto dc/a Icy 1960 dcl 27 do junlo do 2019", junto con su ActaraciOn. 

Et presente Criterio Unificado fua aprobado en sesiOn de Sala Plena de Ia CNSC celebrada et dia 
16 de enero de 2020. 

!Inii 
I II I 
((Qo flQo.f 

u 

FRIDOLE BALLEN DUQUE 
Presidente 

Prosenlado por Cornislonado Fridole Ballan 0uqu0 
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DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSP' ,teS" 

DECRETO NÚMEk~L 147 9 DE 2017 

( !I\!'ll1lII P2017 
Porel cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica la planta 

de personal de carácter permanente del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones. 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en 
la Constitución Política y el artículo 115 de la Ley 489 de 1998, 

CONSIDERANDO: 

Que mediante Decreto 3265 de 2002 se estableció la planta de personal del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la Fuente de Lleras", y modificada mediante 
Decretos 1020 de 2003, 1359 de 2006, 1853 de 2007, 423 de 2008, 4482 de 2009, 118 
de 2010,988 de 2012 y 1928 de 2013. 

Que mediante Decreto 21.38 de 2016 se creó la planta temporal en el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar dentro del periodo comprendido entre el 02 de enero de 2017 y el 
31 de diciembre de 2017, con cargo a los siguientes proyectos de inversión: "Asistencia 
al modelo de intervención social del ICBF a nivel nacional" con código BPIN 
2015011000182, Protección - Acciones para preservar y restituir el ejercicio integral de 
los derechos de la niñez y la familia con código BPIN 1004000480000 Y Asistencia a la 
Primera Infancia a Nivel Nacional con código BPIN 1004001210000. 

Que mediante la Ley 1837 de 2017 "por la cual se efectúan unas modificaciones al 
Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal" se contracreditaron los rubros 
de inversión del ICBF mediante los cuales se financian los proyectos de inversión 
"Asistencia al modelo de intervención social del ICBF a nivel nacional" con código BPIN 
2015011000182, Protección - Acciones para preservar y restituir el ejercicio integral de 
los derechos de la niñez y la familia con código BPIN 1004000480000 Y Asistencia a la 
Primera Infancia a Nivel Nacional con código BPIN 1004001210000, los cuales sustentan 
presupuestalmente la planta temporal creada mediante Decreto 2138 de 2016. 

Que con fundamento en el contracrédito antes citado, en la Ley 1837 de 2017 se acreditó 
el rubro de funcionamiento del ICBF; recursos que fueron asignados al rubro de gastos 
de personal, conforme se establece en el Decreto 1238 de 2017, con el propósito de 
ampliar con carácter permanente la planta de personal del Instituto. 

Que, en consecuencia de lo anterior, se encuentra necesario suprimir los empleos de 
carácter temporal creados mediante Decreto 2138 de 2016, y ampliar la planta de 
personal de carácter permanente del Instituto. 

, c,----------------------------------------------------------------~ 
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DECRETO No. Hoja No. 2 ) L '. 14.7 9 . DE 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

Que el Consejo Directivo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en sesión del 21 
de febrero de 2017 decidió someter a la aprobación del Gobierno Nacional la modificación 
de la planta de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la 
Fuente de Lleras". 

Que el ICBF presentó al Departamento Administrativo de la Función Pública, el 
correspondiente estudio técnico de que trata el artículo 46 de la Ley 909 de 2004 
modificado por el artículo 228 del Decreto- Ley 019 de 2012, y los artículos 2.2.12.1 a 
2.2.12.3 del Decreto 1083 de 2015, para efectos de modificar la planta de personal, 
obteniendo concepto técnico favorable. 

Que, la Dirección General de Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, otorgó viabilidad presupuestal para la modificación de la planta de 
personal deIICBF: 

Que por lo anteriormente expuesto, 

DECRETA: 

ARTíCULO 1. Suprimir los empleos de carácter temporal creados mediante Decreto 2138 
de 2016, los cuales se encuentran distribuidos así: 

A. Fuente de Financiación: Asistencia a la Primera Infancia a Nivel Nacional 

NUMERO DE CARGOS DENOMINACION 
CARGO 

Código Grado 

115 I Ciento quince Profesional Universitario 2044 7 

B. Fuente de Financiación: Protección - Acciones para preservar y restituir el 
ejercicio integral de los derechos de la niñez y la familia 

; ! 

" 

' ! 

1, ,1 

11 ! 


NUMERO DE CARGOS DENOMINACION 
CARGO 

Código Grado 

! 42 Cuarenta y Dos Profesional Universitario 2044 8 

! 2.565 Dos mil quinientos 
sesenta y cinco 

Profesional Universitario 2044 7 

373 Trescientos 
setenta y tres 

Profesional Universitario 2044 1 

328 Trescientos 
veintiocho 

Defensor de Familia 2125 17 

48 Cuarenta y Ocho Técnico Administrativo 3124 11 

0~------------------------------------------------------------~--~ 

~: 



DECRETO No. 	 Hoja No. 3 )C~ 1479 DE 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

C. 	Fuente de Financiación: Asistencia al Modelo de Intervención Social dellCBF 
a Nivel Nacional 

NUMERO DE CARGOS DENOMINACION Código Grado· 
CARGO 

1 

4 Cuatro Profesional Especializado 2028 24 

112 Doce Profesional Especializado 2028 15 

I 
6 Seis Profesional Especializado 2028 14 

17 Siete Profesional Especializado 2028 i 13 

10 Diez Profesional Universitario 2044 11 

13 Trece Profesional Universitario 2044 9 

.7 Siete Profesional Universitario 2044 8 

121 Ciento veintiuno 1 Profesional Universitario 2044 7 

4 Cuatro Técnico Administrativo 3124 18 

i 1 Uno Técnico Administrativo 3124 16 

18 Dieciocho Técnico Administrativo 3124 . 15 

33 Treinta y tres Técnico Administrativo 3124 10 

30 Treinta Auxiliar Administrativo 4044 13 

ARTíCULO 2. Crear los siguientes empleos en la planta de personal de carácter 
permanente del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la Fuente de 
Lleras". 

PLANTA GLOBAL 

! ¡ 

I ¡ 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN DEL EMPLEO Código Grado 

4 Cuatro Profesional Especializado 2028 24 

12 Doce Profesional Especializado 2028 15 

6 Seis Profesional Especializado 2028 14 

7 Siete Profesional Especializado 2028 13 

10 Diez Profesional Universitario 2044 11 

13 Trece Profesional Universitario 2044 09 

49 Cuarenta y nueve Profesional Universitario 2044 08 

2.801 
Dos mil ochocientos 

uno 
Profesional Universitario 2044 07 

373 

Trescientos setenta y 
tres 

Profesional Universitario 
2044 1 

328 Trescientos veintiocho Defensor de Familia 2125 17 



DECRETO No. Hoja No. 4 r. 1479 DE 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

I NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN DEL EMPLEO Código Grado 

4 Cuatro Técnico Administrativo 3124 18 

1 Uno Técnico Administrativo 3124 16 

18 Dieciocho Técnico Administrativo 3124 15 

I 48 Cuarenta y ocho Técnico Administrativo 3124 11 

33 Treinta y tres Técnico Administrativo 3124 10 

30 Treinta Auxiliar Administrativo 4044 13 

ARTíCULO 3. Las funciones propias del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia De la Fuente de Lleras" serán cumplidas por la planta de personal que se 
establece a continuación: 

DESPACHO DEL DIRECTOR 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN CARGO Código Grado 

• 1 
¡ 

4 

Uno 

Cuatro 

Director General 

Asesor 

015 

1020 

25 

18 1 

1 

1 

9 Nueve Asesor 1020 16 

2 Dos Profesional Especializado 2028 24 

3 Tres Profesional Especializado 2028 19 
1 

2 Dos Secretario Ejecutivo 4210 24 

1 Uno Conductor Mecánico 4103 17 

PLANTA GLOBAL 


NÚMERO DE CARGOS 

1 Uno 

• 1 Uno 
!5 Cinco 
! 23 Veintitrés 
i 5 Cinco 
·5 Cinco 

8 Ocho 

6 Seis 

16 Dieciséis 

2 Dos 

1 Uno 
! 1 Uno 

25 Veinticinco 

28 Veintiocho 

DENOMINACiÓN CARGO 

Subdirector General 

Secretario General 

Director Regional 

Director Regional 

Director Regional 

Jefe de Oficina 

Director Técnico 

Director Técnico 

Subdirector Técnico 

Jefe Oficina Asesora 

Asesor 

Asesor 

Profesional Especializado 

Profesional Especializado 

Código 

040 
037 
0042 
0042 
0042 
0137 
0100 
0100 
0150 
1045 
1020 
1020 
2028 
2028 

Grado 

24 
24 
19 
18 
9 
22 ! 

23 
22 
21 
16 
16 
15 
24 
21 i 

l' . 

I ,
l. f 

i 
l' 



DECRETO No. 1479 Hoja No. 5 DE 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN CARGO Código Grado 

76 Setenta y Seis Profesional Especializado 2028 19 
591 Quinientos Profesional Especializado 2028 17 

i noventa y uno 

1417 Mil cuatrocientos Defensor de Familia 2125 17 
diecisiete 

51 Cincuenta y uno Profesional Especializado 2028 16 
94 Noventa y Cuatro Profesional Especializado 2028 15 
6 Seis Profesional Especializado 2028 14 

.138 Ciento treinta y Profesional Especializado 2028 13 

I ocho 

¡ 208 Doscientos ocho Profesional Universitario 2044 11 
377 Trescientos Profesional Universitario 2044 9 

setenta y siete 

628 Seiscientos Profesional Universitario 2044 8 
¡veintiocho 

3028 Tresmíl veintiocho Profesional Universitario 2044 7 
.373 Trescientos , Profesional Universitario 2044 1 

1 

i setenta y tres 

51 Cincuenta y uno Técnico Administrativo 3124 18 
41 Cuarenta y uno Técnico Administrativo 3124 17 

. 19 Diecinueve Técnico Administrativo 3124 16 
82 Ochenta y dos Técnico Administrativo 3124 15 

I 13 Trece Técnico Administrativo 3124 14 
98 Noventa y ocho Técnico Administrativo 3124 13 

1145 Ciento cuarenta y Técnico Administrativo 3124 12 
cinco 

286 Doscientos Técnico Administrativo 3124 11 
I 

ochenta y seis 

95 Noventa y cinco Técnico Administrativo ' 3124 10 i 

. 130 Ciento treinta Secretario 4178 14, 

31 Treinta y uno Secretario 4178 12 
6 Seis Secretario Ejecutivo ·4210 24 

6 Seis Secretario Ejecutivo 4210 22 I 
2 Dos Secretario Ejecutivo 4210 20 I 
42 Cuarenta y dos Secretario Ejecutivo 4210 19 ! 
3 Tres Secretario Ejecutivo 4210 17 
91 Noventa y uno Secretario Ejecutivo 4210 16 
2 Dos Auxiliar Administrativo 4044 23 
2 Dos Auxiliar Administrativo 4044 22 
4 Cuatro A\.Ixiliar Administrativo 4044 18 
54 I Cincuenta y Auxiliar Administrativo 4044 17 

I 

I I Cuatro 

I 19 ¡Diecinueve Auxiliar Administrativo 4044 16 

83 Ochenta y tres Auxiliar Administrativo 4044 15 
57 Cincuenta y siet Auxiliar Administrativo 4044 14 



DECRETO No. ]f, 147~ DE Hoja No. 6 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN CARGO Código Grado 

88 Ochenta y ocho Auxiliar Administrativo 4044 13 

! 189 

i 

Ciento ochenta y ! Auxiliar Administrativo 

nueve 

4044 11 

.31 Treinta y uno Auxiliar Administrativo 4044 9 
13 Trece Conductor Mecánico 4103 17 I 

35 Treinta y cinco Conductor Mecánico • 4103 15 
9 Nueve Conductor Mecánico 4103 13 
1 Uno Conductor Mecánico 4103 11 

ARTíCULO 4. El Director General dellCBF, mediante resolución distribuirá los empleos 
de la planta global de que trata el presente decreto y ubicará al personal teniendo en 
cuenta la estructura, los procesos, los planes, los programas y las necesidades de la 
Entidad. 

ARrlCUlO 5. A los empleados cuyos cargos se suprimen en el presente decreto se les 
garantizarán los derechos y garantías laborales, en los términos previstos en la normativa 
vigente. 

ARTICULO 6. Los empleos que se crean en el presente decreto deberán proveerse 
siguiendo el procedimiento señalado en la Ley 909 de 2004 y en las normas que la 
modifiquen adicionen, sustituyan o reglamenten. 

ARTicULO 7. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga el 
Decreto 2138 de 2016, y el Decreto 3265 de 2002 modificado por los Decretos 1020 de 
2003, 1359 de 2006, 1853 de 2007, 423 de 2008, 4482 de 2009, 118 de 2010,988 de 
2012 y 1928 de 2013 y las demás disposiciones que le sean contrarias. 

PUBliQUESE y CÚMPLASE. 
Dado en Bogotá, D.C. 

P2017 
EL MINISTRO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, 

lÚ1 tMt.·ilM 
MAURICIO CÁRDENAS SANTAMARíA 

, 1 
1" ; 

~ 
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DECRETO No. 1:", 1479 DE Hoja No. 7 

Continuación delDecreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

LA DIRECTORA DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO 

DE LA FUNCiÓN PÚBLICA, 


~ ~~ABALLERO DURAN 

. EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTOADMINISTRATIVO 
PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL, 

: ¡ 
¡ I 
1, 

, 
. ¡ , 

, ' 
k t 





31/5/2020 Correo: MAURICIO ANDRÉS TRUJILLO SÁNCHEZ - Outlook
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DERECHO DE PETICIÓN

MAURICIO ANDRÉS TRUJILLO SÁNCHEZ <mandrests@hotmail.com>
Mar 21/04/2020 4:13 PM
Para:  atencionalciudadano@icbf.gov.co <atencionalciudadano@icbf.gov.co>
CC:  direccion.general@icbf.gov.co <direccion.general@icbf.gov.co>; John.Guzman@icbf.gov.co <John.Guzman@icbf.gov.co>

1 archivos adjuntos (226 KB)
ICBF.pdf;

Bogotá, D.C., abril 21 de 2020
 
 
Doctora
LINA MARÍA ARBELAÉZ ARBELAÉZ
Directora General
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Cecilia de la Fuente de Lleras
E-mail:           atencionalciudadano@icbf.gov.co, direccion.general@icbf.gov.co,

John.Guzman@icbf.gov.co  
 
 
MAURICIO ANDRÉS TRUJILLO SÁNCHEZ, identificado con Cédula de Ciudadanía No.
1.001.168.751 expedida en Bogotá, D.C., me dirijo a su despacho con la siguiente:

 
PETICIÓN

 
1.    Se me informe cuántos cargos se han provisto en periodo de prueba utilizando la

lista de elegibles, conformada mediante Resolución No. CNSC – 20182230063945
del 22-06-2018, con el código OPEC No. 39986, denominado PROFESIONAL
UNIVERSITARIO, Código 2044, Grado 9, ofertado en el marco de la Convocatoria
No. 433 de 2016 del ICBF, la cual adjunto en el presente correo electrónico.
 

2.    Si los anteriores elegibles aceptaron o renunciaron al nombramiento en periodo de
prueba.   

 
3.   Solicitud de información sobre las vacancias definitivas para el cargo de

PROFESIONAL UNIVERSITARIO, CÓDIGO 2044, GRADO 9, del Sistema General
de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar,
identificando la ubicación del empleo, el contenido funcional que comprende el
propósito principal y la descripción de funciones esenciales del empleo,
conocimientos básicos o esenciales, competencias comportamentales, requisitos de
formación y experiencia, según el Manual Especifico de Funciones y Competencias
Laborales de los empleos de la planta de personal del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar.

 
 

RAZONES FUNDAMENTALES
 

Teniendo en cuenta que la provisión de los empleos del Estado a excepción de los empleos de
elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los
demás que determina la ley, se fundamenta única y exclusivamente en el MÉRITO, el cual se
presenta como un Principio Constitucional que permea la función pública y que debe ser
respetado por todas las autoridades administrativas.  

De origen Constitucional:
 

mailto:atencionalciudadano@icbf.gov.co
mailto:direccion.general@icbf.gov.co
mailto:John.Guzman@icbf.gov.co
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“ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se
exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores
oficiales y los demás que determine la ley.
Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la
Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público.
El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento
de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los
aspirantes.
El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por violación
del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la Constitución o la ley.
En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento para
un empleo de carrera, su ascenso o remoción.
PARÁGRAFO. Los períodos establecidos en la Constitución Política o en la ley para cargos
de elección tienen el carácter de institucionales. Quienes sean designados o elegidos para
ocupar tales cargos, en reemplazo por falta absoluta de su titular, lo harán por el resto del
período para el cual este fue elegido.”
“ARTICULO 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se
desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía,
celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la
desconcentración de funciones. (…)”

LA CORTE CONSTITUCIONAL ha señalado:“(…) existe una estrecha relación entre el
cumplimiento de los fines del Estado y la prioridad que el constituyente otorga a la carrera
administrativa, “que se explica en la naturaleza del sistema y en los principios que lo fundan”,
dado que “la operatividad material de los sistemas de carrera administrativa impide la
reproducción de prácticas clientelistas y otras formas de favorecimiento a través de la
concesión irregular de empleos estatales, comportamientos estos que alejan a la función
pública de la satisfacción del interés general y del cumplimiento de los fines esenciales del
Estado”.
En este orden de ideas, la Corte ha puntualizado que existe “una relación intrínseca” entre la
carrera administrativa y el cumplimiento de los fines esenciales de la administración pública,
al punto que, según la Corporación, el fundamento constitucional de la carrera administrativa
se encuentra en los artículos 125 y 209 superiores, ya que, en ausencia de los criterios de
mérito y eficiencia, “la función administrativa no puede estar al servicio de los intereses
generales ni podrá ser desarrollada con base en los principios de igualdad, moralidad,
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad” (Sentencia C-288 de 2014)

 
 
De origen Legal:
 

“LEY 909 DE 2004 / ARTÍCULO 27. CARRERA ADMINISTRATIVA. La carrera administrativa
es un sistema técnico de administración de personal que tiene por objeto garantizar la
eficiencia de la administración pública y ofrecer; estabilidad e igualdad de oportunidades para
el acceso y el ascenso al servicio público. Para alcanzar este objetivo, el ingreso y la
permanencia en los empleos de carrera administrativa se hará exclusivamente con base en el
mérito, mediante procesos de selección en los que se garantice la transparencia y la
objetividad, sin discriminación alguna.
ARTÍCULO 28. PRINCIPIOS QUE ORIENTAN EL INGRESO Y EL ASCENSO A LOS
EMPLEOS PÚBLICOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA. La ejecución de los procesos de
selección para el ingreso y ascenso a los empleos públicos de carrera administrativa, se
desarrollará de acuerdo con los siguientes principios:
a) Mérito. Principio según el cual el ingreso a los cargos de carrera administrativa, el ascenso
y la permanencia en los mismos estarán determinados por la demostración permanente de
las calidades académicas, la experiencia y las competencias requeridas para el desempeño
de los empleos;(…)
ARTÍCULO 31.  ETAPAS DEL PROCESO DE SELECCIÓN O CONCURSO: El proceso de
selección comprende: (…) 4. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del
Servicio Civil o la entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden
de mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto
orden de mérito se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el concurso y las
vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la
convocatoria del concurso en la misma Entidad.
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De origen Gubernamental:
 

“DECRETO 1083 DE 2015 Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del
Sector de Función Pública. ARTÍCULO 2.2.5.3.2. Orden para la provisión definitiva de los
empleos de carrera. La provisión definitiva de los empleos de carrera se efectuará teniendo
en cuenta el siguiente orden: (…) Paragrafo 1º. Una vez provistos en período de prueba los
empleos convocados a concurso con las listas de elegibles elaboradas como resultado de los
procesos de selección, tales listas, durante su vigencia, podrán ser utilizadas para proveer de
manera específica las vacancias definitivas que se generen en los mismos empleos
inicialmente provistos, con ocasión de la configuración para su titular de alguna de las
causales de retiro del servicio consagradas en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004 y para
proveer las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con
posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma Entidad.”

 
 

NOTIFICACIONES
 

Recibiré notificaciones dentro del término legal en mi correo electrónico
mandrests@hotmail.com.
 
 
Cordialmente,
 
 
 
MAURICIO ANDRÉS TRUJILLO SÁNCHEZ
Cédula de Ciudadanía No. 1.001.168.751 expedida en Bogotá, D.C.
CELULAR 3004276742

MAURICIO ANDRÉS TRUJILLO SÁNCHEZ
Administrador Público
Especialista en Ges�ón Pública
Especialista en Derecho Público

mailto:mandrests@hotmail.com
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"Por la cual se conforma la lista de elegibles para proveer dos (2) vacantes del empleo identificado con el 
Código OPEC No. 39986, denominado PROFESIONAL UNIVERSITARIO, Código 2044, Grado 9, del 

Sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria 
No. 433 de 2016 - ICBF" 

LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL — CNSC 

En ejercicio de las facultades previstas en el artículo 11 y  en el numeral 4° del artículo 31 de 
la Ley 909 de 2004, el artículo 2.2.6.20 del Decreto 1083 de 2015, el Decreto Ley 760 de 

2005, el artículo 57 del Acuerdo No. 20161000001376 de 2016, y 

CONSIDERANDO 

De conformidad con lo establecido en el artículo 125 de la Constitución Política, los empleos 
en los órganos y entidades del Estado son de carrera, salvo las excepciones allí previstas, y 
tanto el ingreso como el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los 
requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los 
aspirantes. 

Por su parte, el artículo 130 Constitucional creó la Comisión Nacional del Servicio Civil - 
CNSC, como un organismo autónomo de carácter permanente de nivel Nacional, 
independiente de las ramas y órganos del poder público, dotada de personería jurídica, 
autonomía administrativa y patrimonio propio, cuyas funciones son administrar y vigilar los 
sistemas de carrera administrativa, excepto los especiales de origen Constitucional. 

Según lo señalado en el literal c) del artículo 11 de la Ley 909 de 2004, la Comisión Nacional 
del Servicio Civil — CNSC, tiene como función, entre otras, la de adelantar las convocatorias 
a concurso para el desempeño de empleos públicos de carrera, de acuerdo con los términos 
que establezcan la Ley y el reglamento. 

En observancia de las citadas normas la CNSC, mediante el Acuerdo No. 20161000001376 
del 5 de septiembre de 2016, convocó a concurso abierto de méritos para proveer 
definitivamente los empleos vacantes de la planta de personal pertenecientes al Sistema 
General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
Convocatoria No. 433 de 2016 - ICBF. 

En virtud de lo anterior, conforme a lo dispuesto en el artículo 571  del Acuerdo No. 
20161000001376 de 2016, en concordancia con lo previsto en el numeral 4° del artículo 312 
de la Ley 909 de 2004, una vez se adelanten todas las etapas del proceso de selección y se 
publiquen los resultados definitivos obtenidos por los aspirantes en cada una de las pruebas 
aplicadas durante el Concurso Abierto de Méritos, la Comisión Nacional del Servicio Civil 
procederá a conformar la lista de elegibles, en estricto orden de mérito, con los concursantes 
que aprobaron la prueba eliminatoria y con los resultados en firme de cada una de las 
pruebas del proceso de selección. 

1 ARTÍCULO 570  CONFORMACIÓN DE LISTAS DE ELEGIBLES. La Universidad o Institución de Educación Superior que la CNSC con trate para el efecto, 
consolidará los resultados publicados debidamente ponderados por e! valor de cada prueba dentro de! total del ConcursD Abierto de Méritos y la CNSC 
conformará la lista de elegibles para proveer las vacantes definitivas de los empleos objeto de la presente Convocatoria, con base en la información que le ha 
sido suministrada, y en estricto orden de mérito." 

2 'Articulo 3!. (...) 4. Listas de elegibles. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad contratada, por delegación de 
aquella, elaborará en estricto orden de mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de mérito se cubrirán 
las vacantes para las cuales se efectuó el concurso' 
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se conforma la lista de elegibles para proveer dos (2) vacantes del empleo identificado con el 
OPEC No. 39986, denominado PROFESIONAL UNIVERSITARIO, Código 2044, Grado 9, del 

General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Convocatoria 
No. 433 de 2016 - ICBF" 

de lo expuesto, y teniendo en cuenta que mediante Acuerdo No. 555 del 10 de 
de 2015, se dispuso que es función de los despachos de los comisionados 

los actos administrativos mediante los cuales se conforman y adoptan las listas de 
para garantizar la correcta aplicación del mérito, durante los procesos de selección; 

con los asuntos y competencias asignadas por la Sala a cada Despacho, 

RESUELVE 

PRIMERO.- Conformar la lista de elegibles para proveer dos (2) vacantes del 
identificado con el Código OPEC No. 39986, denominado PROFESIONAL 

Código 2044, Grado 9, ofertado en el marco de la Convocatoria No. 433 
- ICBF, reglamentada por el Acuerdo No. 20161000001376 del 5 de septiembre de 

Docurnento - Nombre Punta; iDocumento 
CC 37443409 YENNI MERCEDES SOTO VERGEL j 78,19 

2 CC 1054678602 JOHANA ANDREA SALAMANCA SÁENZ 73,74 

3 

5 

6 

CC 11015412963 CARLOS DANIEL BLANCO CAMACHO ¡ 71,10 

CC 23783858 YURANI CASTILLO GONZALEZ 68,37 

CC 1018407077 ELIANA CASTILLO BERMUDEZ 6724 
- -.--- .- - — 

7 CC 1001168751 MAURICIOANDRES TRUJILLO SANCHEZ 65,78 

8 

ARTÍCULO SEGUNDO.- De conformidad con el artículo 14 del Decreto Ley 760 de 2005, 
dentro de los cinco (5) días siguientes a la publicación de la lista de elegibles, la Comisión de 
Personal de la entidad u organismo interesado en el proceso de selección o concurso, podrá 
solicitar a la Comisión Nacional del Servicio Civil, la exclusión de la lista de elegibles de la 
persona o personas que figuren en ella, cuando haya comprobado cualquiera de los 
siguientes hechos: 

e Fue admitida al concurso sin reunir los requisitos exigidos en la Convocatoria. 
o Aportó documentos falsos o adulterados para su inscripción. 
o No superó las pruebas del concurso. 
o Fue suplantada por otra persona para la presentación de las pruebas previstas en el 

concurso. 
o Conoció con anticipación las pruebas aplicadas. 
e Realizó acciones para cometer fraude en el concurso. 

ARTÍCULO TERCERO.- Los aspirantes que sean nombrados con base en la lista de 
elegibles de que trata la presente Resolución, deberán cumplir con los requisitos exigidos 
para el desempeño del empleo, de acuerdo con lo establecido en la Convocatoria No. 433 de 
2016 ICBF, y demostrarlos al momento de tomar posesión. Así mismo, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 2.2.5.7.4 y 2.2.5.7.6 del Decreto 1083 de 2015, en concordancia 
con los artículos 4° y  5° de la Ley 190 de 1995, corresponde a la entidad nominadora, antes 
de efectuar nombramiento o dar posesión, verificar el cumplimiento de los requisitos y 
calidades de las personas designadas para el desempeño de los empleos. 

ARTÍCULO CUARTO.- Una vez agotadas las listas de elegibles para cada ubicación 
geográfica de un mismo empleo, se consolidará la lista general que será usada en estricto 
orden de mérito para proveer las vacantes que no se puedan cubrir con la lista territorial, 
previa realización de una audiencia de escogencia de plaza de conformidad con el 
procedimiento establecido en la Resolución 3265 de 2010. Así mismo dichas listas serán 
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utilizadas para proveer las nuevas vacantes que surjan durante su vigencia en los mismos 
empleos convocados. 

ARTÍCULO QUINTO.- La Lista de Elegibles conformada a través del presente Acto 
Administrativo tendrá una vigencia de dos (2) años contados a partir de la fecha de su 
firmeza, conforme a lo establecido en el artículo 64 del Acuerdo No. 20161000001376 de 
2016, en concordancia con el numeral 4° del artículo 31 de la Ley 909 de 2004. 

ARTÍCULO SEXTO.- La presente Resolución deberá ser publicada a través de las páginas 
Web del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Entidad a la cual pertenece el empleo 
para el que se conforma la lista, y de la Comisión Nacional del Servicio Civil, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 33 de la Ley 909 de 2004. 

ARTÍCULO SÉPTIMO.- La presente Resolución rige a partir de su firmeza y contra la misma 
no procede ningún recurso, sin perjuicio de la solicitud facultativa y exclusiva de que trata el 
artículo segundo del presente Acto Administrativo. 

Dada en Bogotá D.C., 
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Derecho de Petición - Información y Orientación con Trámite SIM No. 1761862764

RespuestasPQRS@icbf.gov.co <RespuestasPQRS@icbf.gov.co>
Mié 22/04/2020 12:14 PM
Para:  mandrests@hotmail.com <mandrests@hotmail.com>

2 archivos adjuntos (110 KB)
ATT00001.png; ATT00002.png;

AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo
electrónico RespuestasPQRS@icbf.gov.co es de uso único y exclusivo de
envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba no será leído y
automáticamente se eliminara de nuestros servidores.
Señor ciudadano por favor no responda este correo, si desea comunicarse con ICBF
debe hacerlo a través del correo  atencionalciudadano@icbf.gov.co

 
12500/SIM 1761862764
Bogotá D.C.,
 
Señor:
MAURICIO ANDRÉS TRUJILLO SÁNCHEZ
Dirección física o electrónica: mandrests@hotmail.com
 
ASUNTO: Derecho de Petición - Información y Orientación con Trámite SIM No. 1761862764 (Para consultas
cite este número)
 
Respetado Señor,

En atención a la solicitud de fecha 21 de abril de 2020, registrada con el número del asunto, mediante la cual indica,
“(...) me dirijo a su despacho con la siguiente: petición: 1. Se me informe cuántos cargos se han provisto en periodo
de prueba utilizando la lista de elegibles, conformada mediante Resolución No. CNSC – 20182230063945 del 22-06-
2018 (…)”, con el presente nos permitimos informarle que:

Una vez verificada la competencia para atender su solicitud, le confirmamos que la misma fue direccionada a la
Dirección de Gestión Humana del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), para el trámite correspondiente.
 
Si requiere información sobre programas, trámites y servicios del ICBF, consulte nuestro portafolio de servicios en la
página web, ingresando al enlace: https://www.icbf.gov.co/portafolio-de-servicios-icbf. También podrá solicitar
asesoría en Derecho en Familia, y/o presentar quejas, reclamos o sugerencias las 24 horas del día a través de
nuestros canales de atención, Línea Gratuita Nacional: 01-8000-91-8080, correo electrónico:
atencionalciudadano@icbf.gov.co y en la página web www.icbf.gov.co, opciones: Solicitudes PQRS, Chat ICBF,
Videollamada o Llamada en Línea.
 
Recuerde que, si desea reportar un caso por presunta vulneración de derechos de los niños, niñas y adolescentes, lo
podrá realizar a través de la Línea 141, de las líneas de WhatsApp: 320 239 16 85 – 320 239 13 20 - 320 865 54 50 o
por cualquiera de nuestros canales de atención.
 
Cordialmente,
 
 
 
 
Dirección de Servicios y Atención
ICBF Sede de la Dirección General

mailto:RespuestasPQRS@icbf.gov.co
https://mail.icbf.gov.co/owa/redir.aspx?C=5YBtAbOlwrlC6UFiK1lshh1vAGrFaRIhlXAcbHF4tgc60HzstU3XCA..&URL=mailto%3aatencionalciudadano%40icbf.gov.co
https://www.icbf.gov.co/portafolio-de-servicios-icbf
mailto:atencionalciudadano@icbf.gov.co
http://www.icbf.gov.co/
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Avenida carrera 68 No. 64 C– 75
atencionalciudadano@icbf.gov.co
INFORMACIÓN CLASIFICADA

Bogotá, D.C., abril 21 de 2020
 
 
Doctora
LINA MARÍA ARBELAÉZ ARBELAÉZ
Directora General
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Cecilia de la Fuente de Lleras
E-mail:           atencionalciudadano@icbf.gov.co, direccion.general@icbf.gov.co,

John.Guzman@icbf.gov.co  
 
 
MAURICIO ANDRÉS TRUJILLO SÁNCHEZ, identificado con Cédula de Ciudadanía No.
1.001.168.751 expedida en Bogotá, D.C., me dirijo a su despacho con la siguiente:

 
PETICIÓN

 
1.    Se me informe cuántos cargos se han provisto en periodo de prueba utilizando la

lista de elegibles, conformada mediante Resolución No. CNSC – 20182230063945
del 22-06-2018, con el código OPEC No. 39986, denominado PROFESIONAL
UNIVERSITARIO, Código 2044, Grado 9, ofertado en el marco de la Convocatoria
No. 433 de 2016 del ICBF, la cual adjunto en el presente correo electrónico.
 

2.    Si los anteriores elegibles aceptaron o renunciaron al nombramiento en periodo de
prueba.   

 
3.   Solicitud de información sobre las vacancias definitivas para el cargo de

PROFESIONAL UNIVERSITARIO, CÓDIGO 2044, GRADO 9, del Sistema General
de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar,
identificando la ubicación del empleo, el contenido funcional que comprende el
propósito principal y la descripción de funciones esenciales del empleo,
conocimientos básicos o esenciales, competencias comportamentales, requisitos de
formación y experiencia, según el Manual Especifico de Funciones y Competencias
Laborales de los empleos de la planta de personal del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar.

 
 

RAZONES FUNDAMENTALES
 

Teniendo en cuenta que la provisión de los empleos del Estado a excepción de los empleos de
elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los
demás que determina la ley, se fundamenta única y exclusivamente en el MÉRITO, el cual se

mailto:atencionalciudadano@icbf.gov.co
mailto:direccion.general@icbf.gov.co
mailto:John.Guzman@icbf.gov.co
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presenta como un Principio Constitucional que permea la función pública y que debe ser
respetado por todas las autoridades administrativas.  

De origen Constitucional:
 

“ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se
exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores
oficiales y los demás que determine la ley.
Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la
Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público.
El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento
de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los
aspirantes.
El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por violación
del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la Constitución o la ley.
En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento para
un empleo de carrera, su ascenso o remoción.
PARÁGRAFO. Los períodos establecidos en la Constitución Política o en la ley para cargos
de elección tienen el carácter de institucionales. Quienes sean designados o elegidos para
ocupar tales cargos, en reemplazo por falta absoluta de su titular, lo harán por el resto del
período para el cual este fue elegido.”
“ARTICULO 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se
desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía,
celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la
desconcentración de funciones. (…)”

LA CORTE CONSTITUCIONAL ha señalado:“(…) existe una estrecha relación entre el
cumplimiento de los fines del Estado y la prioridad que el constituyente otorga a la carrera
administrativa, “que se explica en la naturaleza del sistema y en los principios que lo fundan”,
dado que “la operatividad material de los sistemas de carrera administrativa impide la
reproducción de prácticas clientelistas y otras formas de favorecimiento a través de la
concesión irregular de empleos estatales, comportamientos estos que alejan a la función
pública de la satisfacción del interés general y del cumplimiento de los fines esenciales del
Estado”.
En este orden de ideas, la Corte ha puntualizado que existe “una relación intrínseca” entre la
carrera administrativa y el cumplimiento de los fines esenciales de la administración pública,
al punto que, según la Corporación, el fundamento constitucional de la carrera administrativa
se encuentra en los artículos 125 y 209 superiores, ya que, en ausencia de los criterios de
mérito y eficiencia, “la función administrativa no puede estar al servicio de los intereses
generales ni podrá ser desarrollada con base en los principios de igualdad, moralidad,
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad” (Sentencia C-288 de 2014)

 
 
De origen Legal:
 

“LEY 909 DE 2004 / ARTÍCULO 27. CARRERA ADMINISTRATIVA. La carrera administrativa
es un sistema técnico de administración de personal que tiene por objeto garantizar la
eficiencia de la administración pública y ofrecer; estabilidad e igualdad de oportunidades para
el acceso y el ascenso al servicio público. Para alcanzar este objetivo, el ingreso y la
permanencia en los empleos de carrera administrativa se hará exclusivamente con base en el
mérito, mediante procesos de selección en los que se garantice la transparencia y la
objetividad, sin discriminación alguna.
ARTÍCULO 28. PRINCIPIOS QUE ORIENTAN EL INGRESO Y EL ASCENSO A LOS
EMPLEOS PÚBLICOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA. La ejecución de los procesos de
selección para el ingreso y ascenso a los empleos públicos de carrera administrativa, se
desarrollará de acuerdo con los siguientes principios:
a) Mérito. Principio según el cual el ingreso a los cargos de carrera administrativa, el ascenso
y la permanencia en los mismos estarán determinados por la demostración permanente de
las calidades académicas, la experiencia y las competencias requeridas para el desempeño
de los empleos;(…)
ARTÍCULO 31.  ETAPAS DEL PROCESO DE SELECCIÓN O CONCURSO: El proceso de
selección comprende: (…) 4. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del
Servicio Civil o la entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden
de mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto
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orden de mérito se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el concurso y las
vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la
convocatoria del concurso en la misma Entidad.

 
 
De origen Gubernamental:
 

“DECRETO 1083 DE 2015 Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del
Sector de Función Pública. ARTÍCULO 2.2.5.3.2. Orden para la provisión definitiva de los
empleos de carrera. La provisión definitiva de los empleos de carrera se efectuará teniendo
en cuenta el siguiente orden: (…) Paragrafo 1º. Una vez provistos en período de prueba los
empleos convocados a concurso con las listas de elegibles elaboradas como resultado de los
procesos de selección, tales listas, durante su vigencia, podrán ser utilizadas para proveer de
manera específica las vacancias definitivas que se generen en los mismos empleos
inicialmente provistos, con ocasión de la configuración para su titular de alguna de las
causales de retiro del servicio consagradas en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004 y para
proveer las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con
posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma Entidad.”

 
 

NOTIFICACIONES
 

Recibiré notificaciones dentro del término legal en mi correo electrónico
mandrests@hotmail.com.
 
 
Cordialmente,
 
 
 
MAURICIO ANDRÉS TRUJILLO SÁNCHEZ
Cédula de Ciudadanía No. 1.001.168.751 expedida en Bogotá, D.C.
CELULAR 3004276742

MAURICIO ANDRÉS TRUJILLO SÁNCHEZ
Administrador Público
Especialista en Ges�ón Pública
Especialista en Derecho Público
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